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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas (Presidente) y José Bayardi (ad-hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo 
Cersósimo, Fernando Isabella, Aníbal Pereyra y Daisy Tourné. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Nicolás Pereira. 


INVITADOS: Señor Director General de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura, Pablo 
Alvarez, acompañado por la señora Directora General de Registros, escribana Claudia 
Palacio. 


Señores integrantes del Colegio de Abogados del Uruguay, doctores Bernardino Real, 
Presidente y Germán Aller. 


SEÑOR SECRETARIO.- Señores Representantes: en virtud de la ausencia del señor Presidente de la 
Comisión, el señor Diputado Pereyra propone al señor Diputado Bayardi como Presidente ad hoc para iniciar 
la sesión. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 
SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir al 
Director General de Secretaría del Ministerio de Educación y Cultura, señor Pablo Alvarez López, y a la 
Directora General de Registros, escribana Claudia Palacio. 


El motivo de la convocatoria tiene que ver con el proyecto de ley relativo al control del Seguro Obligatorio 
de Automóviles. Se solicitó una prórroga de la entrada en vigencia del artículo 28 de la Ley N” 18.412 debido 
a que dispone que hay que hacer un control, por parte de los escribanos, sobre la efectiva vigencia y pago del 
seguro obligatorio de automóviles con tres años de retroactividad. Como se planteó la imposibilidad de hacer 
efectivo ese control -en algún caso entendiendo que no correspondía hacerlo por parte de los escribanos-, se 
presentó la solicitud de prórroga. 


La Comisión está analizando el proyecto y decidió invitar a las autoridades del Ministerio de Educación y 
Cultura a los efectos de intercambiar opiniones y ver la posibilidad de encontrar una solución que no fuera 
necesariamente la que estuviera contenida en el artículo de la ley sino que diera cumplimiento a la necesidad 
de que el seguro obligatorio de automóviles fuera asumido por todos los propietarios de los automóviles que 
circulan en el país. 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- Nos parece oportuno poder expresar la opinión de la Dirección General 
de Registros sobre este tema, porque el tratamiento del asunto tiene vinculación con esta oficina. 
Ustedes saben -hay integrantes de esta Comisión que lo saben muy bien- la gran dispersión de misiones 
que tiene el Ministerio y, por lo tanto, estamos siendo bastante celosos de los cometidos que la Cartera 
ejerce y debería ejercer. En este caso en particular nos parece sumamente importante la opinión de 
Directora Palacio. 


SEÑORA PALACIO.- Con respecto al artículo 28 y el control de la vigencia del seguro de automóviles 
por el período de tres años, la Dirección General de Registros lo ha advertido y ha mantenido 
reuniones con la Unasev y con otras organizaciones debido a la dificultad o la imposibilidad de 
controlar la vigencia durante todo el período desde la aprobación de la ley 


La Dirección General de Registros ha controlado la vigencia del seguro, al momento del acto inscribible, de 
371.589 vehículos, que afectan la translación de dominio. Quiere decir que desde la vigencia de la ley hasta 
el momento todas las transacciones que la ley impone en el artículo 28 han sido controlados. Una vez 
vencido el plazo, y al tener que controlar la vigencia de los tres años, se plantearon dificultades, entre otras 
cosas porque se ha entendido que el decreto fue el que impuso la obligación a la Dirección General de 
Registros, y no estaba concebido inicialmente la ley debido a que la remisión estaba hecha al artículo 27 y no 
al 28. Luego, el artículo 20 del Decreto N* 381, es el que incorpora el control de la vigencia. 


De todas formas, entendemos que debemos participar activamente en la construcción de una solución para 
que el control se pueda llevar adelante. 


Con respecto a la propuesta que se manejó en el ámbito de la Comisión de la creación de un Registro de 
contratantes del seguro obligatorio, entendemos que el alojamiento institucional de ese Registro no debiera 
ser la Dirección General de Registros. En ese caso se trataría de un Registro de carácter administrativo y no 
técnico administrativo. Me refiero a un registro administrativo en el sentido de que la inscripción de ese acto, 
en ese Registro de contratantes, no le otorga los efectos jurídicos que brinda la publicidad registral. Por lo 
tanto, estaríamos hablando de un Registro que tendría por función el control del cumplimiento de la norma y, 
luego las consecuencias sobre los incumplidores durante todo el período. 


Esa sería, en general, nuestra postura. Reitero que tenemos la vocación de colaborar. Basados en las 
reuniones que hemos mantenido y, debido a la convocatoria que realiza la Comisión, queremos plantear que 
en el marco de todos los proyectos de gobierno electrónico que viene desarrollando la Agesic, las iniciativas 


que tengan carácter institucional y transversal con participación pública y privada, podrían ser fondos 
concursables para generar un "web service". Hoy, la tecnología y la voluntad de las aseguradoras -como 
figura en la versión taquigráfica- permiten explorar una solución de estas características que brindará un 
"web service", sobre todo teniendo en cuenta los costos de las tasas registrales que percibe la Dirección 
General de Registros y los costos de funcionamiento de un "web service" 


Ese "web service" tendría el aporte de información de parte de las aseguradoras y estaría alojado 
institucionalmente en la Unasev, que es a quien le corresponde efectuar los controles, pero pudiendo ser 
consultados por los interesados fundamentales, tanto por escribanos como por la Dirección General de 
Registros, los Gobiernos Departamentales y los interesados en general. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia del Director General del Ministerio de Educación y 
Cultura, señor Pablo Alvarez López, y de la Directora General de Registros, escribana Claudia 
Palacio. 


Si no entendí mal, una primera conclusión es que el control a nivel de la Dirección General de Registros de 
todo lo que tiene que ver con el registro y la transferencia de vehículos automotores ha sido incluido por vía 
reglamentaria y no por ley. Si no es correcto, solicito que se aclare. 


En segundo lugar, se sostiene que la Dirección General de Registros no debería ser el lugar institucional para 
sostener esta base de datos de contrataciones de servicios de los seguros, sino que perfectamente lo podría 
hacer la Unasev ya que no habría ninguna incompatibilidad con sus cometidos. 


En caso de que eso sea así, quisiera saber si la escribana Palacio entiende que será necesario legislar o si 
simplemente alcanzase con una decisión administrativa o reglamentaria. La preocupación que ha surgido a 
partir de estos dos proyectos que se presentaron tiene que ver con las dificultades registrales en la 
transferencia de los vehículos. De ahí que haya surgido la necesidad de encontrar un sistema de control, no 
solo en el momento de la registración sobre estos bienes, sino para saber si se está cobrando todo lo que se 
tiene que cobrar porque el sistema se basa sobre la universalidad de los vehículos y no sobre unos pocos. 


Por lo tanto, quisiera saber si es legal o registral la obligatoriedad que tiene la Dirección General del Registro 
en cuanto a los tres años; si la Dirección General de Registros piensa que la Unasev podría hacer esto sin 
dificultades, si se considera que es necesario un mandato legal o se puede hacer por la vía administrativa. 


SEÑORA PALACIO.- El artículo 27 de la Ley N* 18.412 establece: "Sin el previo control de la vigencia 
del seguro que se crea por esta ley:- A) Los Registros Públicos no podrán inscribir títulos de propiedad, 
contratos de prendas u otros documentos que afecten la titularidad de los vehículos automotores". A su 
vez, el artículo 28 indica: "Las oficinas competentes, previstas en el Artículo 26 de la presente ley," -la 
remisión que se hace es hacia el Ministerio del Interior y los Gobiernos departamentales- "deberán 
controlar que los vehículos se encuentren asegurados a partir de la vigencia de esta ley. Transcurridos 
tres años de dicha fecha, deberá efectuarse el contralor de la vigencia del seguro durante los tres años 
anteriores al trámite que se pretenda efectuar [...]". 


Al hacer la remisión al artículo 26, no se incluye en la ley a la Dirección General de Registros para el control 
de estos tres años. 


Por otra parte, el artículo 20 del Decreto N* 381/2009 -en una redacción que podría tener más de una 
interpretación-, establece: "Contralor y multa.- El contralor de vigencia del seguro obligatorio por parte de las 
oficinas competentes establecidas en el artículo 28 de la Ley que se reglamenta," -es el que hace referencia a 
los tres años- "resulta exigible a los organismos previstos en el artículo 27 de la Ley [...]". El Decreto 
incorpora en a la Dirección General de Registros para los controles. 


Respecto a la segunda consulta, la Dirección General de Registros realiza el control a través del escribano. Es 
él quien deja constancia y nosotros controlamos que efectivamente el seguro esté vigente y cumpla con lo 
relativo a los tres años. Entonces, la dificultad no solo es para la Dirección General de Registros, sino 


también para el conjunto de los profesionales que intervienen en los negocios y para los usuarios, 
generándose el inconveniente de asociar la vigencia de un seguro. Por eso, en alguna intervención se planteó 
la posibilidad de que las aseguradoras expidieran un certificado que incluyera la historia del seguro del 
vehículo y que fuera accesible. Puede ser un certificado de papel o una consulta "on line" que permita mayor 
proximidad con la información oficial y eficiente para probar la vigencia durante todo el período 


También es cierto que si analizamos la evolución en el control del seguro obligatorio, veremos que se ha 
incorporado la calidad del control, pero aún tenemos dificultades con respecto a la vigencia permanente 
durante el período. 


En cuanto a la última pregunta, de acuerdo con lo que está planteado, un Registro administrativo en principio 
no requeriría una norma legal, pero no estoy en condiciones de plantear una posición oficial en la medida en 
que la ley establece los controles ante organismos absolutamente determinados. 


Si se pretende determinar la obligatoriedad del aporte de la información por parte de las aseguradoras a otro 
organismo o la posibilidad de requerirlo, se necesitaría una modificación legal. 


Si hablamos generar un instrumento de gestión que facilite el control, se estaría en otro escenario, pero esto 
no es algo que haya abordado a efectos de tener una posición con respaldo normativo solvente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Según entendí, se nos genera un problema por cuanto el decreto 
reglamentario incluye a la Dirección General del Registro para el control; desde mi punto de vista, eso 
no está en línea con lo que establece la ley. 


De cualquier manera, el problema subsiste. Quiero expresar lo que he dicho en otras comparecencias en el 
sentido de que, desde mi punto de vista, los que tiene el deber de contralor son las Intendencias y la Policía, 
el Ministerio del Interior. En los hechos, esos controles no se realizan, lo que fue admitido por todos los que 
han comparecido. 


Por eso, presentamos un proyecto que fue solicitado por la Asociación de Escribanos del Uruguay, en virtud 
de las dificultades que hay, porque se establece una nueva carga, no solo para el Registro, sino para el 
profesional que actúa -como dijo la escribana Palacio-, y para la persona que va a comprar o a vender un 
auto, ya que implicaría un nuevo costo. Ese es el motivo por el que presentamos un proyecto. 


Estamos abiertos a postergar, hasta determinado plazo, esta disposición a efectos de encontrar una solución o 
de derogar el establecimiento de la obligación del Registro de controlar la vigencia del seguro durante tres 
años. 


Esa es nuestra visión. 


Solicitamos a la señora Directora General de Registros que exprese si le parece bien alguna de estas medidas 
o que indique qué medida alternativa podría ser tomada para no incumplir con la ley. La señora Directora 
General de Registros señaló que en la Unasev se podría radicar la obligación del contralor; quizás esa pueda 
ser una vía. Queremos saber cuál es su criterio para solucionar este problema. 


SEÑORA PALACIO.- Agradezco la confianza al señor Diputado Borsari Brenna y el hecho de que 
delegue la propuesta de resolución a la Dirección General de Registros. Estoy dispuesta a colaborar. 


Hemos mantenido reuniones con la Unasev por este problema, y existe preocupación para resolverlo. 


Planteé una propuesta en el sentido de utilizar un servicio oficial que tuviera la información disponible "on 
line" y que se posibilitara la certificación de las aseguradoras de la continuidad desde la aprobación de la ley 
hasta la fecha en que corresponde el control, que se realizaría por la Dirección General de Registros. 


Entiendo que es un problema de control de aplicación de la ley. Quiero reivindicar que el control se 
mantenga, que se realice. Es muy importante colaborar con el cambio de cultura organizacional; previo a la 
existencia de la ley, la voluntad de los usuarios de contratar seguros era una, pero la aprobación de la Ley. 
N? 18.412 ha implicado un cambio. 


Por lo tanto, nuestra opinión es mantener los controles y buscar los mecanismos administrativos y de gestión 
que permitan facilitar al usuario, al escribano y a todos los que deben realizar los controles, disponer de la 
información de una manera eficiente y sin altos costos que sean trasladados y que puedan incidir en la falta 
de formalización de los negocios respecto a los automotores. 


SEÑOR BAYARDI.- En este asunto, creo que hay una lógica. 


El no control implicaría que la ley y la obligatoriedad de tres años para atrás no se cumplan. Esta no es la 
voluntad por lo menos de la bancada del Partido de Gobierno y, en última instancia, no debería ser la de 
ninguno de quienes estamos acá, porque creo que ha sido un avance muy importante el del seguro obligatorio 
de automóviles en lo que tiene que ver con la salvaguardia a terceros que están implicados. Muchas veces, a 
quienes no tuvieron responsabilidad en el accidente -inclusive, el que la ha tenido-, sin ningún nivel de 
cobertura, resarcirse del daño eventual que pudieran tener les resulta prácticamente imposible. Así que 
consideramos que hay que mantener los tres años como así también los controles. En tal sentido, no estamos 
dispuestos a introducir cambios. 


La fórmula presentada por la Dirección General de Registros presupone la existencia de un registro y que 
todas las aseguradoras deban informar. La titularidad del registro sería el padrón del vehículo -ni siquiera la 
matrícula-, por los cambios eventuales que pueda haber, como por ejemplo la transferencia entre los 
departamentos. Además, sobre el padrón del vehículo debería existir la historia de los seguros por los que el 
vehículo estuvo cubierto por lo menos en los tres años anteriores. Creo que esto podría realizarse 
efectivamente. 


Por otra parte, ese registro debería estar en algún ámbito y se planteaba que estuviera en la Unasev. Recién 
hablábamos con el señor Diputado Michelini en el sentido de que debería existir una ley que obligue a que se 
transmita la información a dicho registro y que este quedara abierto a fin de que después, quienes tengan la 
disposición legal de hacerla cumplir, en este caso a la hora de la inscripción, los registros públicos, e, 
inclusive, a la hora del contralor, la Policía y las propias Intendencias, puedan llevar esa historia del vehículo. 
Entonces, antes de que suceda el accidente se podría tener una política dirigida ante la eventual detención del 
vehículo o la posibilidad de suspender su circulación hasta que se cumpla con el requisito de estar asegurado. 


Si la idea es la de tener un registro de accesibilidad "on line", está bien para que no estemos cargando con 
tasas y con la expedición de certificados, generando una burocracia que después lleva a hacer trámites para 
realizar la transferencia, ir a las oficinas, etcétera. Inclusive, ello puede dar lugar a que la inspección o el 
control realizado "on line" deje sentada la historia del propio control y evitar que el control individual no dé 
lugar a eventuales acciones no necesariamente santas por parte de los controladores a la hora de controlar y 
aplicar el rigor de la ley. 


Creo que la iniciativa que plantea la escribana Palacio es de recibo. Por tanto, deberíamos avanzar en un 
proyecto de ley de estas características. Obviamente que para la formulación del Registro tendremos que dar 
plazos para que sea efectivo, porque muchas veces estas obligaciones después llevan a que no haya 
inscripción de la transferencia, ya que no se puede dejar la constancia de que hubo cobertura por tres años y 
se empiezan a diferir las transferencias y luego hay que seguir la historia del propietario del vehículo a lo 
largo de su vida, lo que sería motivo de una pesquisa interesante. 


Por consiguiente, me parece que hay que considerar esta idea. Necesitaríamos sancionar por ley la obligación 
de informar las altas, además de que se haga una historia del padrón del automóvil. De esta manera, luego se 
garantizaría, por ley, quiénes tienen accesibilidad a estas disposiciones, que serían los organismos de 
contralor que están obligados a hacer cumplir la ley. Después, habría que ajustar un poco las eventuales 
sanciones por circular sin seguro obligatorio, en la medida en que van a estar registrados los autos que tienen 
cobertura o no antes de llegar a la etapa del accidente. Esta sería una fórmula que nos permitiría cumplir con 
los objetivos que estaban planteados en el proyecto original. 


Era cuanto quería dejar sentado, señor Presidente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Indudablemente a esta norma le falta algo, y ese algo es el registro, para que 
verdaderamente funcione y pueda cumplirse con los objetivos de un seguro obligatorio que, desde el 
punto de vista económico, está basado en que todos aporten y que sea objeto de cumplimiento por 


parte de la totalidad, ya que ese es el equilibrio económico que la ley buscó y que debe encontrarse. 
Entonces, el control que se debe realizar es imposible sin la existencia de un registro. 


Las máximas garantías las brinda la Dirección General de Registros, el órgano especializado del Estado, que 
por su experiencia, los años de funcionamiento y su especialización máxima en el país, es el que debe dar 
esta información a los efectos de un mejor y más seguro trabajo en el contralor y supervisión de las 
enajenaciones y negocios que se hacen con los vehículos, así como del seguro obligatorio. 


La otra alternativa habría que estudiarla, ver si llega a reunir las características de seguridad y de garantías 
que se necesitan para funcionar de esta manera. De lo contrario, de no encontrar una solución registral, 
tendríamos que modificar la ley por lo menos en la suspensión o en la búsqueda de otra alternativa. Sabemos 
que si suspendemos este contralor puede afectarse el equilibrio económico que sustenta este seguro. De 
manera que rápidamente deberíamos encontrar una solución. 


Reitero que las máximas garantías estarían dadas en la órbita de la Dirección General de Registros, órgano 
especializado, con antecedentes todos positivos en la materia, que tiene las plenas potestades para poder 
cumplir con esta función que redunda en beneficio de toda la gente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ya que el señor Diputado Cersósimo ha expresado su opinión respecto 
a dónde debería estar ubicado el Registro, voy a coincidir con él, teniendo en cuenta la posible solución 
que nos ha acercado la escribana Palacio. 


Me parece que, de existir, ese registro debería radicarse en la Dirección General de Registros, que es la 
institución que tiene la práctica, el "know how", todo lo que puede llevar a que este contralor se realice en 
forma efectiva, rápida y que sea garantista. 


Entonces, yo me afilio a modificar eventualmente la ley, como ha sido propuesto por el señor Diputado 
Cersósimo, por lo que podríamos establecer en esta Comisión un grupo de trabajo a los efectos de proponer 
un proyecto modificativo de la ley que está vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Directora de la Dirección General de 
Registros y del señor Director General del Ministerio de Educación y Cultura, Pablo Alvarez. 


(Se retiran las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 


SEÑOR BAYARDI.- Cuando comenzamos esta sesión, decíamos que la idea es discutir el proyecto de 
ley que refiere a las "Faltas y Conservación y Cuidado de los Espacios Públicos”, que figura en el 
orden del día. La verdad que no había visto la citación y no sabía que teníamos la convocatoria del 
Colegio de Abogados por el tema del Código Penal, que va a insumir gran parte del tiempo de la 
Comisión. 


La semana pasada, cuando concurrieran la Suprema Corte de Justicia y la Asociación de Magistrados, 
habíamos distribuido a los señores legisladores un texto alternativo al proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo. Si los señores Diputados no cuentan con él, podemos reenviarlo o distribuirlo nuevamente. 


Dicho texto alternativo surgió sobre todo a la luz de la comparecencia de la Suprema Corte de Justicia, que 
hizo una observación a la incautación que se determinaba en el último inciso del artículo 5 * para las faltas 
contenidas en los numerales 1 y 3. Entonces, nosotros vamos a plantear una modificación al último inciso del 
artículo 5%, de acuerdo a lo planteado por los doctores Ruibal Pino y Chediak de que la incautación preceptiva 
les parecía inconstitucional. Lo que planteamos es que el texto haga referencia a que habrá una incautación 
provisoria. Enseguida vamos a repartir la redacción que manejamos, que ayer le mostré en Sala al señor 
Diputado Cersósimo. 


Como decía, se trata de establecer que habrá una incautación provisoria y que, en la audiencia, el Juez tomará 
posición definitiva con respecto a la incautación. Si quien conducía en estado de embriaguez o estaba 
corriendo picadas no fuera el propietario del vehículo, a la audiencia deberá ser citado el propietario para que 
haga su alegato y el Juez pueda definir su eventual responsabilidad en el hecho. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La idea es votar eso en el día de hoy? 


SEÑOR BAYARDI.- Sí. Ahora la Secretaría va a repartir el texto, para que los señores Diputados 
dispongan de una copia, a efectos de que cuando se esté discutiendo el articulado lo tengan y no pase lo 
de la sesión de ayer con el proyecto de seguridad vial. 


Por el comentario del señor Diputado Borsari Brenna, las observaciones referían a que, tal como estaba 
planteada la incautación en el texto, el carácter preceptivo se transformaba en inconstitucional, porque 
impedía la posibilidad de acceder a una instancia procesal. Los Ministros que estuvieron presentes dijeron 
que lo que garantizaba el debido proceso era tener una instancia procesal. Se habló incluso de la eventualidad 
de que fuera una instancia única y dijeron que la inexistencia de otras instancias no necesariamente es 
violatoria del debido proceso. Lo plantearon aquí, está registrado en la versión taquigráfica -no la tengo en mi 
poder-: el intercambio fue sobre eso. 


Vamos a proponer una redacción que en el último inciso del artículo 5* haga referencia a la incautación 
provisoria del vehículo en el momento en que se constate el acto y después, en la audiencia, la posible 


incautación definitiva. 


(Diálogos) 


La idea era que quedara una redacción como la siguiente: "En las situaciones previstas en los 

numerales 1 y 3 de este artículo el Juez dispondrá la incautación provisoria del vehículo. Si quien cometiese 
la falta no fuese el propietario del vehículo convocará a este a la audiencia en la forma prevista en el Capítulo 
TV (Del proceso en audiencias por faltas).- De quedar probada en la audiencia la existencia de la falta prevista 
en los numerales 1 y 3 y de encontrar responsabilidad del propietario del vehículo en los hechos descritos en 
dichos numerales, se dispondrá el decomiso definitivo del vehículo en cuestión y el producido de su venta 
será destinado a la Unidad Nacional de Seguridad Vial". 


Estoy dando cuenta a la Comisión de la modificación que vamos a introducir al texto alternativo que fue 
repartido la semana pasada. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ya que estamos haciendo algunos comentarios antes de que ingresen 
los invitados, quiero señalar que me gustaría que tuviéramos una visión más completa de las 
modificaciones que ha introducido la bancada mayoritaria al proyecto del Poder Ejecutivo, pero 
supongo que podremos ocuparnos de eso luego de escuchar la exposición del Colegio de Abogados del 
Uruguay. 


SEÑOR BAYARDI.- Si no entendí mal, lo que pretende el señor Diputado Borsari Brenna es que 
después de la hora 12 hagamos un intercambio más abarcativo con respecto a este tema. 


No tenemos problemas al respecto; solo quería adelantar estas cuestiones por si algún Diputado se retira 
antes. 


(Diálogos) 


SEÑOR PEREYRA (don Aníbal).- En el marco de las prioridades que ha planteado la bancada de 
Gobierno para las sesiones que tenemos antes de fin de año, hoy, estamos abordando el proyecto 
relativo a faltas, que en el día de ayer se votó que fuera incluido en el orden del día de la sesión de hoy. 
A su vez, nuestra Comisión recibió un proyecto del Senado por el que se modifica un artículo del 
Código de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay. Esta iniciativa fue aprobada en el Senado la semana 
pasada y lo que planteamos en la coordinación de bancada es que sea incorporada en el orden del día 
de la sesión del 27 de diciembre. 


En el día de ayer conversamos con los legisladores del Partido Colorado -no hablamos con los del Partido 
Nacional porque no los encontramos- sobre nuestra intención de ponerlos a todos en conocimiento de las 


ideas que tiene la bancada de Gobierno con respecto a los proyectos que están en nuestra Comisión. Por lo 
tanto, adelantamos que esta iniciativa se encuentra en este ámbito y que queremos aprobarlo en la sesión 
extraordinaria del 27 de diciembre. Me refiero al proyecto que modifica un artículo del Código de la Niñez y 
la Adolescencia en el Uruguay, que establece el mínimo de un año y ya fue aprobado por el Senado. 


No sé si la oposición quiere invitar a alguna delegación. Lo planteamos a los efectos de que la Comisión lo 
aborde, si así lo entiende del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, nos reuniríamos el miércoles próximo. 


SEÑOR PEREYRA (don Aníbal).- Sí, para abordar en Comisión este proyecto de ley, y si nos dan los 
tiempos para votarlo e informarlo, mejor. 


(Diálogos) 
(Ingresan a Sala representantes del Colegio de Abogados del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Colegio de 
Abogados del Uruguay, integrada por su Presidente, doctor Bernardino Real, y el doctor Germán 
Aller. 


Les agradecemos su presencia en el día de hoy y el tiempo que nos dedican. Conocen el tema por el que han 
sido invitados, de modo que, una vez más, los escuchamos con atención. 


SEÑOR REAL.- Nuevamente le agradecemos a la Comisión, que ya nos ha recibido en diversas 
oportunidades por otros temas. Para nosotros es muy importante que se considere de interés la opinión 
del Colegio sobre estas cuestiones legislativas que la Comisión ha debido encarar. 


En este caso, el tema refiere concretamente al proyecto de reforma del Código Penal. A raíz de la inquietud 
de la Comisión, el Colegio le solicitó un informe a su Comisión de Derecho Penal, presidida por el doctor 
Aller, que debió ser elaborado bastante rápidamente. Como imaginarán, le asignamos gran importancia a este 
tema, que reviste mucha complejidad. El doctor Aller ha trabajado especialmente en esto y me parece muy 
importante su presencia aquí. Trajimos un informe escrito que quisiéramos entregarles, para que ustedes lo 
consideren. 


Quedamos a la orden para lo que entiendan del caso. El colega, por su notoria versación en la materia, podrá 
ser especialmente útil. 


SEÑOR ALLER.- Antes que nada, agradezco la amable invitación y ser recibidos en esta, que es 
nuestra mayor Casa del sistema democrático, el Poder Legislativo. 


Como bien decía el señor Presidente del Colegio de Abogados, el doctor Real, tuvimos un período 
relativamente breve para poder producir un informe, sin perjuicio de que conocíamos de antemano, con 
bastante detalle, el tracto de este proyecto de código. De todos modos, no es lo mismo ir conociéndolo que 
tener que hacer un informe desmenuzado. 


El informe al que ustedes podrán acceder, en primer término, aborda cuestiones acerca de la pertinencia de 
establecer un nuevo Código Penal, no una mera reforma penal de articulado, sino un "corpus juris" integral, 
sobre la cuestión penal. Por otro lado, además de esos aspectos que son, si se quiere, de antesala, van a ver un 
análisis de la parte general y de la parte especial del proyecto. En este último rango, el de la parte especial, 
quizás sea excesivamente escueto, como es lógico. Un estudio detallado implicaría un trabajo artículo por 
artículo, lo cual, en los términos de tiempo que nos pudimos manejar y con la aproximación del fin de 
actividades del año para todos, se nos ha hecho imposible. Sin perjuicio de ello, si en su momento el Poder 
Legislativo lo entiende pertinente, quedamos dispuestos a efectuar estudios puntuales, concretos, sobre algún 
tópico especial o, directamente, algún trabajo mucho más grande, pero, eso sí, nos llevaría meses de labor. 
No estamos hablando de una semana ni de dos; es un trabajo mucho más grande. 


Yendo a los aspectos cruciales, Uruguay necesita, a esta altura, un nuevo Código Penal. Nuestro Código, de 
agosto de 1934, que todo el mundo sabe, más o menos su historial, es el fruto de la labor de un gran penalista 
uruguayo, pero es algo que dista mucho en el tiempo y que está francamente superado. Quien fuera el primer 
Presidente del Colegio de Abogados del Uruguay, en aquel momento, redactor también del proyecto de 
código principal, porque presidía la Comisión, don José Irureta Goyena, nos hizo un buen trabajo técnico 
jurídico para su época, elogiado por grandes maestros como Jiménez de Asúa, pero no logró, pese a ello, 
despegarse plenamente de algunas expresiones hasta fascistas, que provenían del código modelo de Alfredo 
Rocco, de Italia. No lo logra, pese a que lo procuró, y así lo dice expresamente. 


A su vez, se ubica en un sentido ecléctico entre la escuela positiva y la escuela clásica. La parte que recoge de 
la escuela positiva, vinculada al peligrosismo y a todo lo que sea habitualidad delictual, medidas de 
seguridad, etcétera, está totalmente superada por la ciencia penal. Él queda anclado allí, lo toma como su 
modelo de defensa social. Asimismo, si bien la escuela clásica perdura, es verdad que muchas cosas han 
cambiado. 


El Derecho Penal moderno tiene desde hace décadas, pero pensemos en lo que va del siglo XXI, una 
verdadera explosión de producción científica, desgraciadamente, no acompasada con las legislaciones en los 
países, en general. Es decir: se ve un franco divorcio entre los avances de la ciencia penal, y cuando decimos 
"ciencia" no imaginemos una mera abstracción sino pensando en clave humana, en mejor y mayor protección 
de derecho individuales. Esa ciencia, que ha evolucionado tanto, no se ve reflejada en la mayoría de los 
códigos de nuestros países ni de la región. Este proyecto procura -nunca se logra de manera perfecta- una 
mucho mayor aproximación a esos andariveles. 


La Comisión, integrada por una serie de expertos, tanto abogados como defensores públicos y privados, 
algunos de ellos practicando la abogacía liberal, jueces penales especializados en la materia, fiscales de 
materia penal y, al barrer, también docentes universitarios -digo "al barrer" porque algunos docentes son 
fiscales, jueces o abogados; entonces, reúnen la doble condición-, trabajó con ahínco durante mucho tiempo 
en este proyecto que, desde ya, podemos decir que no solo es perfectible sino también criticable. Sin 
perjuicio de ello, en el balance general -adelantándome a lo que luego desarrollaré-, uno puede afirmar que 
este proyecto es acompañable, es aprobable. En todo caso, requeriría revisar algunos aspectos, ponderar 
ciertas cuestiones, lógicamente -porque es un campo ajeno a nosotros, los técnicos-, pasarlo por el crisol de la 
mirada del legislador en cuanto a su visión de la sociedad, pero sin perjuicio de ello, desde el punto de vista 
científico, es un código muy superior a lo que tenemos hoy en día. 


¿Por qué un nuevo código y no modificar el anterior, como mucha gente se ha planteado en nuestro terreno? 
¿No sería mucho más fácil establecer una serie de cuestiones? Si es en la parte general, necesitamos 
establecer parámetros claros para evitar el decisionismo penal, no entendiendo como tal actos de corrupción 
sino criterios dispares para resolver, sin duda con gran nobleza y lealtad por parte de los operadores del 
sistema. Nos preocupa en el foro, en la praxis penal ver que un asunto pueda resolverse en determinado 
juzgado de una forma y en otro, de manera dispar. ¿Por qué? ¿Porque el magistrado, el fiscal y el defensor 
hacen lo que quieren con la ley? Evidentemente, no; lo que pasa es que la ley presenta, en muchos aspectos 
de la parte general, espacios, huecos, que permiten tener esa gran discrecionalidad que entendemos excesiva. 
Hay que mutar en ese aspecto y evitar, por lo tanto, un decisionismo. 


También creemos que hay que armonizar todo el sistema de penas. Uruguay tiene una llamativa dispersión de 
leyes penales; este problema, comparado con otros países es menor, pero para el nuestro, que es el que nos 
preocupa, es realmente grave. Uno puede decir en un sentido casi coloquial, no técnico, que hay dos códigos 
penales en Uruguay. Uno es el del año 1934 y el otro está formado por todas las leyes penales especiales y 
algunas que no son leyes penales pero que tienen disposiciones penales inmersas. Obviamente, se trata de una 
técnica legítima, practicada por los sucesivos legislativos de nuestra democracia, pero legítima no quiere 
decir conveniente. Es decir: eso ha afectado, sistemáticamente, la parte metodológica de resolución de casos. 
Ha establecido mayor disparidad de criterios, mayor posibilidad de decisionismo. Ha afectado la dosimetría 
de las penas; ha alterado la armonía de todo el sistema orgánico. Por eso, debemos volver sobre nuestros 
pasos y construir un verdadero "corpus juris" penal. 


Ese es uno de los puntos favorables de este proyecto de código, pero también uno de los eventualmente 
criticables o modificables. Entiéndase, en su momento le planteé la hipótesis al profesor Cairoli -Presidente 
de esa Comisión y, por lo tanto, principal redactor del proyecto-, pero también había cierta premura por 


entregar el trabajo realizado. En realidad, debiéramos plantearnos hasta qué punto ubicar todo o casi todo -a 
veces todo es muy difícil- lo que tenemos de disposiciones penales especiales dispersas en leyes, unificarlas y 
resolver todos los temas de lavado de dinero, narcotráfico, ambientalismo, violencia doméstica. Tenemos una 
ley sobre terrorismo, que plantea inconvenientes de contradicciones con ciertos principios penales de la parte 
general del Código. Hay muchos tópicos, pero estos, como álgidos para la sociedad, habría que meterlos en la 
parte especial y renovarlos en la legislación. Eso se ha hecho parcialmente, no de forma completa. 


Otro aspecto que quiero señalar es que también tenemos un problema, a través de esas leyes especiales, 
porque alteran, por ejemplo, principios tales como el de tipicidad. En algunas leyes especiales -me parece 
innecesario hacer el análisis ley por ley, pero no habría problema en efectuarlo, si así lo entienden pertinente-, 
se consagran en forma repetida -no en mucha cantidad pero de todos modos es preocupante- 
responsabilidades penales objetivas, en las que el elemento volitivo, subjetivo, entiéndase, el dolo, la 
intencionalidad del sujeto, pasa a un segundo orden y aparecen estas tan repetidas, por ejemplo, cargas de 
vigilancia, muy frecuentes en lo relativo al tema de lavado de activos o de capitales y narcotráfico. 


Se entiende la preocupación en el mundo. Se entiende la buena intención de legislar para menguar un 
problema de órdago, sin perjuicio de que estamos, por la ventana, renunciando a principios consagrados en 
los códigos penales. Entonces, creemos que debemos volver sobre esos códigos, legislar sobre esas 
cuestiones que acabo de señalar, no es óbice, sin perjuicio de hacerlo conforme a los caros principios penales. 
Eso me parece esencial, porque la verdadera garantía del individuo no es la mera letra de la ley; es la letra de 
la ley que repite y consagra principios que son del sistema penal pero también de la Constitución. En 
definitiva, uno cree en un Derecho Penal de rango constitucional, no de espaldas a la Constitución, como son, 
por ejemplo, las responsabilidades penales objetivas. 


También tenemos problemas con el principio de culpabilidad en las leyes especiales. Tenemos problemas con 
la inocencia presunta. Dos por tres se ve, cuando menos, alterada, perjudicada la idea de presunción de 
inocencia, y podemos encontrar diferentes ejemplos que pueden controvertirse al respecto, pero me parece 
que son más que elocuentes. Reitero, en el campo de las drogas -abarcando lavado, tráfico, etcétera- vemos, 
permanentemente, problemas con estos principios, quizás porque es uno de los temas en que más se ha 
legislado repitiendo modelos de otros países. 


Claro, no es extraño que esto ocurra, porque muchas de esas leyes provienen, por ejemplo, de sistemas como 
el estadounidense, que nos parece muy respetable e interesante, pero que no se maneja con dogmática penal. 
No maneja ciencia penal; solo se maneja con casuística. Nosotros, en cambio, tenemos un "corpus juris" 
antiguo pero bien asentado sobre valores y principios básicos de la sociedad. Ahí hay un cambio 
paradigmático. Es respetable el sistema por el que ha optado Estados Unidos, pero no es transplantable a 
Uruguay. Transplantamos todo el sistema u ordenamos la casa y nos manejamos con principios de rango 
constitucional, entre los cuales, por ejemplo, está la inocencia presunta. 


También tenemos problemas con la certeza jurídica, con el "bis in idem". Muchas veces, encontramos 
situaciones complejas, en las que se termina castigando dos veces por la misma conducta a un sujeto. Uno de 
los ejemplos claros es el actual artículo 150 del Código Penal vigente, referido a la asociación para delinquir, 
un delito evidentemente peligrosista, que alcanza que lo cometa un número plural de personas, es decir, con 
dos alcanza. A nuestro modo de ver, hoy contraría ostensiblemente todo el régimen de coparticipación 
delictual, por no decir que lo ha derogado. Nadie quiere decirlo en forma directa, pero la actual redacción del 
artículo 150 es posterior al Código y ha alterado el régimen de coparticipación. Entonces, es discutible. 


En el caso de la asociación para delinquir, se da una cuestión que nos parece sumamente grave, y es el hecho 
de que a la persona que se asocia con otra con el fin de llevar a cabo una conducta criminal y luego la 
despliega, se le imputan dos delitos en régimen concursal. Se le imputa el delito de fondo, que ha llevado a 
cabo, por ejemplo en el caso de asociarse para matar, el delito de homicidio, pero también el de asociarse. Y 
esto -según nuestra forma de ver- es un "bis in idem", porque equivale a lo mismo: a imputar a una persona el 
delito de homicidio y las lesiones previas, que eran dirigidas a matar, lo que no logra en el primer golpe. A 
nadie se le ha ocurrido -afortunadamente- imputar las lesiones más el homicidio; el delito de homicidio 
absorbe el delito de lesiones, el traumatismo, los insultos previos, etcétera. En cambio, en el delito de 
asociación para delinquir, se imputan las dos conductas, mostrando claramente que se trata de un derecho 
penal de autor o derecho penal del enemigo, es decir que se aplica en aquellos casos en los cuales se 
considera que la pena del delito base, en definitiva, es escueta o poca, por lo que se le agrega, porque hay 


pluralidad, esa situación de la asociación para delinquir. Alcanzaba con tener, simplemente, una agravatoria - 
que de hecho ya está- para cuando hay pluralidad de autores; eso era más que suficiente. 


En la práctica, en el foro penal, tenemos serios problemas con la asociación para delinquir. También tenemos 
problemas con la asociación para delinquir y la agravatoria en la ley sobre drogas de 1998, cuando se actúa 
en ese ámbito en grupos. Entonces, queda también otra discusión que había sido laudada por principio de 
especificidad, sosteniendo que lo absorbe la ley especial sobre drogas, pero son todas dicotomías y 
contradicciones que deberían resolverse en un Código Penal, en una magnífica oportunidad, dejando el delito 
de asociación para delinquir, que lo entendemos como un delito peligroso -disculpen por la expresión-, 
porque suele ser aplicado con derecho penal de autor. Pero si se pretende que permanezca el tipo penal de 
asociación para delinquir, ya que es un acto conspiratorio elevado al rango de delito autónomo, tendría que 
poder imputarse solo cuando no se cumple el objetivo designio base de las personas que pretendían esta 
asociación, es decir, cuando nos asociamos para matar, si no matamos y no llevamos a cabo tampoco la 
tentativa de homicidio, que es al fin y al cabo el delito de homicidio. Según nuestro criterio, cuando el delito 
no queda abarcado por el tipo penal de homicidio, entonces, podría utilizarse la asociación para delinquir y 
en ningún otro caso. 


Esta no es una posición meramente personal, no es una carga subjetiva, sea como abogado, docente 
universitario o integrante del Colegio, sino que es lo que vemos en el mundo como lo lógico, lo racional y lo 
coherente: no imputar dos responsabilidades, con la tremenda carga que implica la punición de la asociación 
para delinquir. Ese me parece un tema no menor que el proyecto de Código soluciona en parte, pero no este 
último tramo. Sí restringe o achica el espacio de la asociación para delinquir, pero esto debería repensarse, 
tomarse en consideración y, a mi modo de ver, desde el punto de vista técnico, restringirse el campo de la 
asociación para delinquir pura y exclusivamente para aquellos casos en los cuales no se logra el fin deseado 
ni tampoco se ha actuado en términos de conato de delito o delito tentado, porque entonces también quedaría 
allí abarcado. 


Voy a hacer algunas consideraciones específicas sobre la parte general del Código. 


Este Código propone -y nos parece muy acertado, así como a casi todos con los que uno ha podido tener 
contacto sobre el tema- resolver el concepto de delito desde una perspectiva estrictamente normativa, lejos de 
lo naturalístico, de lo biológico o de lo antropológico en el sentido físico, no en el sentido social, y, por lo 
tanto, resolver el concepto de delito y todas sus implicancias con aspectos normativos. Uno sabe que cuando 
los juristas hablamos del mundo de lo jurídico o de lo normativo como si fuese la única realidad, el 
ciudadano que no está al tanto de estas cuestiones quizás pueda hasta emitir un voto de censura sobre 
nuestras imprecaciones u opiniones, pero en realidad es exactamente al revés. Consagrar un sistema jurídico 
que sea estrictamente de rango normativo es la mayor garantía individual para una persona, es decir, no poder 
resolverlo por "bordereau" -una expresión muy antigua-, no poder resolverlo por afuera, sino solo en el 
campo del derecho; consagrar que tenga que resolverse a través de verdades jurídicas, y las verdades 
jurídicas no pueden ser de otro rango que no sea normativo. Por eso necesitamos un delito en su concepción 
clara, republicana y liberal, típica de nuestro país, que sea estrictamente normativo, apartándose por completo 
de lo que en algún momento recogió parcialmente Irureta Goyena de la escuela positivista, que no era de 
rango normativista, sino de corte de antropología biológica. Este es un aspecto distintivo de este proyecto de 
Código. 


Otro aspecto de la parte general esencial es la superación de lo que hoy tenemos totalmente superado en la 
teoría del error: la consagración en nuestro Código actual del error de hecho y error de derecho -el error de 
persona quedaría subsumido; ese no nos plantea mayor problema-, que son categorías que deben ser 
eliminadas, como lo ha hecho prácticamente toda la doctrina vernácula en el mundo. El error de hecho es un 
error naturalístico llevado al campo de lo jurídico, casi con fórceps, a través de aquella concepción ecléctica 
seguida por Irureta Goyena entre el clasicismo y el positivismo. Hoy día eso ya no tiene cabida y, en cambio, 
ajustándose a los parámetros no meramente actuales, sino por lo menos desde los años cincuenta y sesenta en 
el campo del derecho penal, se propone las categorías de error de tipo y error de prohibición, con lo cual el 
error de derecho queda francamente derogado. Es insostenible en derecho penal, y hasta se ha reputado de 
inconstitucional por varios expertos, sostener que el error de derecho deba presumirse voluntario, tal como 
consagra actualmente, en forma totalmente equivocada, nuestro cuerpo legal. Es más que obvio que una 
persona puede errar en el derecho por tener imposibilidad de conocimiento en el derecho -ejemplos de estos 
hay muchísimos-, y en esos casos nuestro Código no permite válvula de escape. En cambio, debemos 


resolverlo como un error de prohibición, el individuo que cree que actúa legitimado o ajustado a derecho, 
pero no lo hace, y a su vez se trataba de un error que le era insuperable, insalvable. La consecuencia es que 
no hay delito, carece de culpabilidad; en definitiva, no se da la conducta delictual reprochable. En cambio, si 
el individuo pudo superarlo, pero no lo superó, es decir, actuó con cierta desidia o dejadez, entonces, la 
consecuencia no es que no haya delito, lo hay, pero también hay una atenuación, lo que nos parece 
perfectamente congruente con el resto del sistema penal. En el sistema actual, el caso que acabo de citar da 
exactamente igual en cualquier situación: hay una presunción absoluta de que el error es voluntario. 
Obviamente, esto no responde con ningún sistema garantista de derecho contemporáneo y debe ser superado. 


El error de tipo, a su vez, reemplazaría el error de hecho, más allá de que abarca algunos campos un poco 
diversos, salvando la cuestión de que el error de hecho sería sobre aspectos naturalísticos descritos en el tipo 
penal, mientras que el error de tipo propiamente dicho implica que el individuo equivoca, erra, falla, en los 
elementos constitutivos de lo que describe la conducta criminal desde el punto de vista típico. Entiéndase que 
estamos hablando de un error de corte normativo que es mucho más garante para el individuo que un mero 
error naturalístico, siempre mucho más controvertible. 


SEÑOR BAYARDI.- ¿Podría poner un ejemplo de error de tipo? 


SEÑOR ALLER.- El error de tipo se da cuando el individuo erra, por ejemplo, en llevar a cabo la 
conducta nuclear descrita en la figura delictiva; erra en un mundo que es fáctico, pero que está 
claramente descrito en la figura delictual, en el delito. Puede ser fáctico o jurídico, pero tiene que estar 
descrito estrictamente en el tipo penal. En cambio, en el error de hecho se amplía tremendamente y se 
va a un mundo naturalístico. Aquí es que se ve lo que señalé hace un rato de procurar superar una 
etapa que en el mundo ya ha sido dejada de lado, que es la del positivismo antropológico. En cambio, el 
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error de prohibición, es un error estrictamente en el derecho. 


Pero advierto una cuestión: la praxis penal uruguaya no ha aplicado en forma literal y textual el concepto de 
error de derecho. Generalmente, lo que hoy vemos como errores de derecho insuperables, que el Código no 
permite decir que no se responsabilice, se han resuelto por la vía de la culpabilidad, diciendo que al individuo 
no le era reprochable, que carecía de capacidad de culpabilidad para ese hecho puntual. Esto quiere decir que 
la praxis uruguaya lo ha resuelto en forma quizás no muy detallada en lo teórico, pero tal como se propone 
con el error de prohibición. Es decir que no implica un cambio tan grave en la praxis, sino reordenarla, cosa 
que me parece fundamental. 


Otro tópico esencial para nosotros en el ejercicio de la abogacía penal, en cualquier ámbito que nos toque, es 
el cambio, breve en cuanto a palabras pero importantísimo en lo conceptual, del régimen de concausas 
consagrado actualmente en el artículo 4” del Código vigente, que pasaría a ser el artículo 5” en el proyecto, si 
se aprueba tal como está. 


El régimen de concausas en Uruguay, salvo un par de casos en la historia del país, que se sepa, nunca se ha 
aplicado o si se ha aplicado, ha sido sin que se llegue a fallos jurisprudenciales que digan que se ha resuelto 
con una concausa, es decir que se puede haber resuelto en la vía de no dictar el auto de procesamiento. Ese 
campo es el de una jurisprudencia llamémosle no escrita que no está en nuestro dominio. El artículo 4* de 
nuestro Código ha sido poco operativo o nulo porque tiene una cláusula que cierra todo, cuando se refiere a 
que en definitiva la existencia, preexistencia o supervivencia de concausa -es decir, causas paralelas, ajenas al 
hecho específicamente tratado en la cuestión- corta el nexo de causalidad; cuando aparece una de ellas, no 
habría delito. Pero el Código actual requiere que ese corte con el nexo de causalidad sea en forma totalmente 
independiente, y ahí encontramos un serio choque con la realidad: nada es totalmente independiente. El caso 
típico que se suele plantear a nivel de manuales o en aulas es el del individuo que tiene una disputa con otro, 
le propina un golpe, lo deja desvanecido, se va y, posteriormente, sobreviene una tormenta, cae un rayo que 
justo da sobre esa persona y la aniquila. El rayo lo mata porque está desvanecido gracias a que el otro 
individuo le propinó un golpe. Eso, que en cualquier parte es una concausa, en Uruguay no lo es, porque es 
verdad que de no haber recibido un golpe, el individuo no estaría desvanecido y tirado en el campo. 
Físicamente, eso es incuestionable. Sin embargo, nos queda claro que, desde el punto de vista científico, es 
una concausa, y tenemos que ordenar la casa en ese aspecto, es decir, tenemos que establecer los parámetros 
de concausas, quitando ese rasgo de absoluta independencia porque, de lo contrario, no hay ninguna 
posibilidad de concausas: no hay nada en el mundo que no tenga algún tipo de conexión. Eso es lo que 
tenemos que visualizar, principio de realidad mediante, en derecho penal, que nos debe regir cabalmente. De 


lo contrario, no hay ninguna posibilidad de régimen de concausas y caeríamos en un causalismo ortodoxo, 
extremo, que nada tiene que ver con un sistema democrático de garantías. 


De manera que el proyecto de Código mejora esta cuestión. No sé si la soluciona del todo, pero por lo menos 
la deja practicable y quita ese rango de totalmente independiente, dejando abierta la posibilidad de que 
existan concausas en casos como el que acabo de reseñar que, en términos generales, prácticamente todo el 
mundo ha resuelto como situaciones en las cuales al individuo se le debe imputar el delito de lesiones, 
personales, graves o gravísimas, pero no el de homicidio. Y por supuesto que -aunque no es un tema a tratar 
hoy aquí- la persona que lleva a cabo ese delito base es la única en el mundo que no queda comprometida a 
un deber de auxilio o de socorro, es decir que no omite asistencia. Esto es más que obvio; lo digo por las 
dudas, y, a nuestro modo de ver, debe permanecer así como está. 


Otro aspecto esencial es en cuanto a los delitos imprudentes. El actual artículo 18 del proyecto de Código 
endereza la quilla del barco en cuanto a nuestro sistema penal. El actual Código Penal trata con el sistema 
que se utilizaba en aquel primer tercio del siglo pasado, que hoy día está totalmente superado. En la 
concepción medianamente moderna, desde la mitad del siglo pasado, el dolo, la culpa, la ultraintención o 
preterintención no integran la culpabilidad, sino el tipo penal. El proyecto de Código endereza esa cuestión y 
ubica correctamente el elemento subjetivo -es decir, el dolo, la culpa y la ultraintención- en el tipo penal. Por 
lo tanto, queda regido por el principio de tipicidad, abarcando el tipo penal una fase objetiva, que siempre ha 
tenido -en eso no ha mutado-, y una fase subjetiva, que comprende lo que acabo de señalar más las bases 
psíquicas, bases psíquicas del injusto o referencias subjetivas, es decir, el fin que se propone el individuo: por 
ejemplo, llevar a cabo tal conducta para obtener un provecho ilícito. 


No solo endereza esa cuestión -si uno hace una mirada rápida o liviana a veces podría no parecer muy 
importante, aunque desde el punto de vista técnico sí lo es-, sino también soluciona otro gran problema de los 
delitos imprudentes en nuestro país, que es que requería una arranque lícito en la conducta. Esto nos ha 
llamado a desvelo durante décadas en la praxis penal uruguaya. 


En los delitos imprudentes, casi por antonomasia, hay un arranque ilícito. El arranque ilícito suele ser, por 
ejemplo, en un delito vinculado con el tránsito vehicular o tráfico vehicular, el traspasar una luz en roja o no 
haber respetado un cartel de parte, de ceda el paso o una cebra, en cuyo caso ya se ponía en tela de juicio si el 
arranque había sido lícito o ilícito. 


Un penalista uruguayo excelso, que murió muy joven, Alfredo Giribaldi Oddo, que había integrado la 
comisión redactora del Código Penal que nos rige actualmente, en un artículo publicado a comienzos de la 
década del cuarenta -si no me falla la memoria-, había aclarado que, en realidad, cuando el artículo 
actualmente vigente -que también está en el 18- se refería a licitud o ilicitud, no se refería a toda la ilicitud; 
decía que era una obviedad que se refería a la licitud o ilicitud penal y no al resto. Eso ha dado para serios 
problemas, porque las conductas imprudentes, cuando se vulneran disposiciones administrativas de cualquier 
orden -yo puse el ejemplo del tránsito, pero podría ser en el campo de la construcción o médico-, quedaría 
absolutamente excluida la posibilidad de imputar delitos imprudentes, es decir, culpables o culposos, y solo 
se podrían resolver como conductas intencionales, dolos eventuales o -en todo caso discutible- 
utltraintencional, pero es un campo muy reducido 


La praxis ha llevado también a una relativa solución fáctica y es, de alguna manera, emular en lo básico el 
criterio seguido por Giribaldi Oddo, pero no fue seguido por Irureta Goyena, que fue el redactor del Código. 
Trureta Goyena fue claro en esto y lo dijo en sus notas explicativas. Si uno se remite a sus comentarios sobre 
el Código puede observar que Irureta Goyena era más drástico que lo que la mera letra parece decirnos. 


El proyecto actual lauda la cuestión y quita ese problema de requerir un arranque lícito. Lo que nos importa 
no es que el arranque sea lícito o ilícito, sino la relevancia de la imprudencia, y ese es el aspecto científico 
que tenemos que consagrar en nuestro Código. No es el mero hecho de la transgresión administrativa -sea de 
tránsito, de actividad médica o de cualquier otra profesión que tengamos o desempeño social- lo crucial para 
resolver las responsabilidades penales. En todo caso, si hay un arranque ilícito en lo administrativo, eso traerá 
aparejado una consecuencia administrativa que nada tiene que ver con el Código Penal. Es decir: la 
cancelación del permiso de conducir, las multas, en fin, lo que fuere del caso. 


En suma, creo que la solución propuesta por el proyecto del Código Penal es más que pertinente y soluciona 
esto que tanto nos preocupa. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Quiere decir que en el caso de delito culposo de accidente de tránsito una 
infracción administrativa no trascendente en la provocación del accidente o siniestro descartaría la 
imputación penal? 


SEÑOR ALLER.- La actuación administrativa correcta o incorrecta del sujeto es ponderada en lo 
penal, si no estaríamos condicionando todo a ello. Lo que hacemos es liberar el criterio de imputación, 
llevarlo a un campo mucho más eficiente en términos de que no quede condicionado a que si hay una 
vulneración en el campo administrativo, necesariamente no pueda ser un delito imprudente. Igual 
puede seguir siendo un delito imprudente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Es más grave? 


SEÑOR ALLER.- Más grave es lo que dice el Código ahora, pero nuestra praxis tampoco cumple 
estrictamente lo que dice el Código. Nuestra práctica plantea esa discusión de doctrina a ver si se sigue 
aquel criterio que manejó Alfredo Giribaldi Oddo o el de Irureta Goyena. En términos generales, el 
criterio de Irureta Goyena no veo que en la praxis se siga y, sin embargo, es el que se consagró en el 
Código. Lo que estamos haciendo es llevándolo a un mundo racional y hasta haciendo más prolija la 
realidad con este criterio. 


Es decir, el mero hecho de que le individuo traspase un cartel de pare y que haya un resultado lesivo, todavía 
no nos dice que haya delito. Solo nos dice que hay falta administrativa. ¿Por qué? Voy a citar un caso por 
oposición. Supongamos que un individuo va conduciendo su vehículo y efectivamente no respeta un cartel de 
pare. ¿Por qué no lo respeta? Porque es de madrugada y tiene miedo de parar por inseguridad, porque 
directamente no vio el cartel porque las hojas de los árboles lo inhiben de verlo o porque lo ve, mira que no 
viene nadie -son tres hipótesis bien dispares- y dice: "Apuesto y paso porque tengo la certeza de que aquí no 
hay nadie". Y lo hace. Nadie discute que hay una infracción administrativa municipal que amerita una severa 
sanción. Eso está fuera del derecho penal, no nos incumbe. 


Atropella a una persona que aparece de la nada y, ahí aparecen los problemas penales. Si quedamos atados a 
lo que dice cabalmente el Código, ya está resuelto que no puede ser un delito imprudente, tendrá que ser un 
delito intencional o a título de dolo eventual, que equivale a lo mismo porque la pena es la misma en el 
intencional que en el dolo directo, lo cual nos parece tremendamente injusto, pero el criterio puede no ser 
compartido. 


Vayamos a lo otro. ¿Cuáles son las razones? En esto hay que revisar la actuación de la víctima; hoy es 
fundamental en el derecho penal. ¿Por qué, de dónde y cómo aparece esa persona? Esa persona aparece 
porque confía en el cartel de pare que tiene el que conduce el vehículo. Eso, obviamente, opera en contra del 
conductor, y parece agravar su eventual responsabilidad o comprometerlo. Esa sería una hipótesis 


Vayamos a otras. Supongamos que el individuo es un suicida y está esperando escondido al primer auto que 
pase para poder abalanzarse -quizás, en el ejemplo que acabo de poner no se ha dado tan así, pero en la ruta 
Interbalnearia sí se ha dado-; entonces, el individuo aprovecha, sin importar en absoluto que este otro sujeto 
haya respetado, o no, el cartel de pare, porque de haber respetado el cartel de pare y avanzar igual podría 
atropellarlo. Lo podemos ver con situaciones de cartel de pare, con los excesos de velocidad, con las cebras y 
así podríamos seguir hasta el hartazgo. 


Otra hipótesis sería que el individuo no se quiere suicidar, que ignora completamente la situación en la que se 
encuentra, está en avanzado estado etílico y ni siquiera tiene idea de si está cruzando la calle. En ese caso era 
irrelevante que el conductor tuviese o no un cartel de pare adelante. ¿Por qué? Porque también podría haber 
cruzado por la mitad de la calle y le daba exactamente igual. De estos casos hemos visto en la praxis penal, y 
nos produce grave preocupación y nos entristece ver que muchas veces se devuelvan estas cuestiones en 
claves de punición a algo que ha sido una grave falla en lo administrativo, pero no en lo penal. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Actualmente, en la Jurisprudencia, por lo menos en el caso de cruzar sin 
respetar el cartel de pare y producirse la muerte o la lesión del peatón o de otro conductor, 
invariablemente se procesa por homicidio culposo o lesiones culposas al conductor que no respetó la 
señal. Lo mismo ocurre si se conduce a exceso de velocidad. 


No me animo a decir cuáles han sido las sentencias definitivas -si fueron absueltos o se le aplicó otra figura-, 
pero por la experiencia que tengo, son procesados invariablemente por esa figura culposa. 


SEÑOR ALLER.- En efecto, en términos generales es así. Yo no puedo hablar del ciento por cierto de 
la Jurisprudencia porque carezco de esa información, pero se ve como una franca tendencia y, 
seguramente, en un alto porcentaje de esos casos la resolución sea claramente justa. Yo no he dicho que 
no respetar la señal de pare sea absolutamente intrascendente; lo que digo es que no es decisivo en lo 
penal. Lógicamente, si encontramos en un individuo un actuar imprudente en lo penal, el hecho de 
atravesar inadecuadamente la calle, el cartel de pare -etcétera- por parte del conductor, seguramente 
agravará su conducta. Eso se mantiene inalterado. 


Lo que quiero señalar es que encontramos situaciones -para las que hoy no tenemos adecuada solución- en 
las cuales, pese a haber una infracción -por ejemplo, de tránsito y ni qué hablar en el campo médico y en 
otros avatares-, la actuación no ajustada al estatuto o reglamento que lo gobierna no ha sido lo decisivo. Eso 
es lo que quiero resaltar. En lo penal tenemos que resolver las cuestiones con criterios, precisamente, si son 
normativos, desde lo que son las conductas relevantes penalmente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Entonces, en el proyecto está la posibilidad de que no necesariamente por la 
violación de una norma reglamentaria deba ser juzgado por esa conducta. 


En ese sentido, la iniciativa posibilita una defensa de la verdadera culpabilidad o de la verdadera 
trascendencia de la acción del conductor en esos casos de delitos culposos. En la Jurisprudencia, la 
legislación penal es diferente y autónoma de la civil y, por lo tanto, habiendo cometido una infracción se 
incurre en culpa, se le procesa y se le aplica esa figura delictiva. 


SEÑOR ALLER.- Es tal cual como dice el señor Diputado. El criterio que se sustenta en el proyecto no 
altera, quizás, la gran mayoría de los fallos jurisprudenciales uruguayos. Sí nos permite racionalizar 
alguno donde encontramos severas injusticias. 


No quiero que llegue a quedar la imagen de una construcción con la cual poco menos que se señale que no 
importan nada las normas de tránsito. importan y mucho, como importa todo el campo jurídico, es uno solo, 
pero vamos a lo específico: para atribuir delito e imputar conductas criminales, lo que requerimos es que se 
cumpla el tipo penal -volvemos a la necesidad de una garantía de rango normativo, de rango jurídico- y 
subsanar estas situaciones. 


Me parece claro el ejemplo que ponía del posible suicida en una ruta, donde el conductor, si no trasvasa una 
disposición de tránsito, no tendría problemas jurídico- penal, más allá del problema social, humano. En 
cambio, si va a exceso de velocidad, pero esto nada afectó en producir la muerte... 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¡O no tiene colocado el cinturón de seguridad! 


SEÑOR ALLER.- Lo que fuere. Entonces, se va a decir que no ha habido un arranque lícito. ¿Por qué? 
Porque lo dice el Código. 


La práctica uruguaya, con esa sana crítica que ha operado y regido en términos generales a nuestros 
operadores del sistema -porque también hay que señalarlo-, lo ha llevado de la manera más moderada y 
ponderada posible, lo que no quiere decir que tenga un buen sustrato jurídico que lo avale. Y eso es lo que 
creo que tenemos que laudar por esta vía. 


Con respecto a los delitos preter o ultraintencionales, creo que el criterio seguido por el proyecto es 
francamente de recibo. Prácticamente, mantiene lo que estaba, pero ahí señalo una posición, matizando 
alguna diferencia. A mi modo de ver, tarde o temprano esta construcción jurídica tendría que desaparecer. Es 
totalmente caduco partir de un supuesto que un individuo que lleva a cabo una conducta intencional de baja 
intensidad pero que, por imprudencia, es un delito nítidamente calificado por el resultado -un resultado 
objetivo y no subjetivo sino querido-, y deriva en una consecuencia mayor. 


Uruguay tiene consagrado como régimen de delitos ultraitencionales una sola escala que se transforma en dos 
situaciones: de lesiones menores a lesiones mayores, o de lesiones en general a pérdida de vida, homicidio. 
Esas son las dos hipótesis. Creo que a esta altura ya no tiene mucho sentido sostener esta construcción. El 
proyecto así lo ha mantenido, quizás preservando una línea político criminal. No me parece que sea 
fundamental en uno u otro sentido decidir esta cuestión, pero creo que apuntando hacia el futuro tarde o 
temprano tendría que eliminarse esto y resolverse adecuadamente con lo que ya está legislado o propuesto en 
el proyecto. Es decir, resolverlos como delitos, intencionales en lo que competa, dolos eventuales cuando 
fuere, o delitos imprudentes, y eliminar esta categoría híbrida que es una mezcla de cosas que no terminan 
nunca de resolverse y que, de hecho, en la práctica, vemos que se aplica muy escasamente en nuestro país. 
Insisto en que no es un tema que hoy me parezca de los más importantes. 


Otro aspecto tiene que ver con las causas de justificación, aquellas que enervan la antijuridicidad de las 
conductas. Allí son compartibles los criterios que se han manejado. Se ha tocado poco y nada la legítima 
defensa, lo que creo que es bastante correcto. En todo caso, los mayores problemas que Uruguay tiene de 
legítima defensa están dados desde lo social, desde un mal manejo o mal conocimiento de las disposiciones 
legales vigentes, que son básicamente correctas -inclusive, también las de Irureta Goyena-, o de algunas 
cuestiones interpretativas. En aquel famoso tema de la racionalidad o proporcionalidad el Código ha sido 
claro y se mantiene el criterio que nos parece más sensato. El verdadero criterio rector es la racionalidad. La 
proporcionalidad no es un criterio cabalmente del Código, sino un criterio interpretativo para el Código. No 
lo consagra el Código. Lo que requiere el Código es racionalidad del medio empleado. 


Creo que este no es un problema de la ley. Nuestro mayor problema es idiosincrático y, entonces, la ley no lo 
va a laudar fácilmente. Considero que está bien lo que plantea el Código. 


Asimismo, comparto plenamente la supresión de la causa de justificación a la obediencia debida o al 
superior, y su ubicación como lo que realmente es. En realidad, todos los supuestos que caen en la obediencia 
debida o al superior -que son bastante menos de los que la gente imagina- no están ubicados en el campo de 
la justificación de una conducta, sino que en todo caso estarían ubicadas en el campo de la culpabilidad, o no, 
de la conducta. El individuo que no es libre porque actúa coaccionado por un superior rígido, vertical, 
etcétera, no está justificado en su conducta. Directamente es inculpable, es decir, actúa en forma coacta, está 
sometido a una vis compulsiva. Por lo tanto, si vamos a hablar de que no hay responsabilidad, no la hay 
porque no hay culpabilidad y no por antijuridicidad. 


No solo está ese aspecto, sino que hay otros. Varios de los supuestos de lo que hoy entendemos por 
obediencia debida o al superior estarían abarcados por el actual artículo 28 del Código Penal -en su redacción 
actual-, que es el cumplimiento de la ley. Cuando la persona desempeña determinada actividad que de no ser 
por su oficio o profesión fuera ilícita, pero la desempeña conforme a su profesión, queda abarcado por el 
cumplimiento de la ley, como sucede con los médicos cuando hacen una incisión quirúrgica -sería un delito 
de lesiones- o con los abogados cuando "difaman", "injurian" o "calumnian" -lo digo entre comillas- en un 
juicio a otra persona, dentro de los parámetros de sus actuaciones éticas, por supuesto. Así podríamos seguir 


enumerando profesiones. Lo mismo puede suceder con el soldado. 


Menciono el ejemplo del soldado porque la doctrina vernácula es conteste en sostener -más allá de lo que 
diga o deje de decir nuestra ley penal- que los supuestos de obediencia debida o al superior ya están ubicados 
prácticamente en su mínima expresión. Entiéndase: ningún funcionario de la Administración Pública, a 
excepción de lo que podríamos ubicar en el campo de las Fuerzas Armadas y en un momento particularmente 
álgido de beligerancia o gran virulencia, está sometido literalmente a una obediencia debida. Es decir, no 
podrá aducir obediencia debida un soldado que está realizando tareas de fajina, por ejemplo -para hablar en 
términos militares-, y el Jefe del Batallón le dice: "Vaya hasta el supermercado y mate al cajero porque yo le 
doy la orden". Ningún soldado en Uruguay puede acatar esa orden. No tiene obediencia debida o al superior 
para ello. 


Es decir que en ese caso, que sería el único plano realmente tangible de una obediencia debida o al superior, 
tampoco sucede. ¿Qué nos queda? Las situaciones de conflicto bélico, de guerra, en las que al individuo se le 
ordena tirar las bombas en determinado punto. El individuo, lógicamente, debe cumplir la orden. ¿Por qué? 
Porque hay un estado de guerra, porque actúa en el no Derecho, pero dentro de las reglas del Derecho de la 
guerra, etcétera. 


Por ejemplo, hoy en día hasta es discutible que haya algún funcionario policial que pueda estar sometido a 
obediencia debida o al superior. En lo personal -es una opinión personal, no comprometo a otros colegas-, 
creo que la única remota posibilidad, y discutible, de que un policía actúe bajo obediencia debida o al 
superior sería un cuerpo policial denominado de elite, casi acuartelado, en realidad militarizado. El policía de 
la Seccional policial no está sujeto a obediencia o al superior en ninguna parte del mundo democrático. Esa 
también es una manera de racionalizar las órdenes, de devolver la orden hacia el responsable de impartirla. 
Es decir, no se puede dictar cualquier orden. Nos parece que eso es claro. 


Creo que el criterio del proyecto subsana un problema ya vigente en nuestro Código desde extensa data, que 
la doctrina ha superado largamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me resultan muy interesantes todas las reflexiones que está haciendo y las 
leeré con mucha atención, pero como integro la Comisión Permanente que se instalará ahora, debo 
retirarme. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


———He seguido toda la intervención del doctor Aller, que me parece extremadamente interesante, pero a uno, 
que es lego en la materia, siempre se le plantean algunos desafíos. Cuando fui formado en medicina legal se 
hacía mucho énfasis en la culpa cuando se actúa con imprudencia, negligencia o impericia. Quiero hacer 
algunas preguntas respecto a ese capítulo. 


La obediencia debida es otro tema. En los ejemplos de la guerra hay una lógica de obediencia debida que es 
distinta a la etapa en la que no hay conflicto armado o bélico. El extremo puede ser un jefe de sección que dé 
la orden a un subalterno de disparar a quien vaya a huir, dándose esto en un conflicto. Le dispara por la 
espalda, porque a quien huye, se le dispara por la espalda. Es algo que en realidad no se debería hacer ni 
siquiera con el enemigo, pero se hace con el camarada que huye. Esta es una situación que, en la lógica, 
seguramente será avalada por cualquier juez militar, no aplicando ningún nivel de sanción a los soldados, ni 
al que dio la orden ni a quien la ejecutó. La premisa es que si todos huyen, el objetivo militar que se pretendía 
cumplir no se cumplirá y podría ocurrir la eventualidad de que se provocaran muchas más muertes. Es una 
hipótesis que habría que analizar en el contexto en el que se dé. No me estoy refiriendo a esa situación. Lo 
digo para salvar las distancias en este tema. 


Son situaciones que en el ejercicio de responsabilidad que a uno le tocó cumplir podrían estar planteadas. 


El asunto es si la orden es legítima y puede sustentarse como orden legítima en función de una decisión en un 
momento determinado. Siempre pongo el siguiente ejemplo. Imaginemos una situación bélica y un cuerpo 
especial con francotiradores. Un francotirador trabaja en dupla con un asistente -tiene un nombre especial-, 
que es el que recibe la orden; o sea que el que recibe la orden no es el que dispara. Hay una especie de 
secuestro en un banco, donde se encuentra una señora con un bebé. El francotirador recibe la orden, 
transmitida por su compañero, de disparar a la cabeza de la señora que tiene al bebé. El francotirador va a 
disparar, porque no está en condiciones de discutir la orden, que llegó a su asistente a través de la cadena de 
mandos. Esto, que parece medio duro, estuvo sustentado en la orden que dio quien tenía la información de 
que la señora, en realidad, no tenía un bebé, sino un muñeco y que era parte de quienes estaban dentro del 
banco custodiando a los rehenes. 


El responsable de la orden es quien la dio, porque así funciona el mecanismo. La señora con el bebé era 
participante del equipo de secuestro, pero supongamos que no lo era. En este caso, la responsabilidad no es 
de quien disparó, porque si fuera así nadie cumpliría una orden en esas circunstancias. 


La responsabilidad debería recaer sobre quien desencadenó el mecanismo, porque quien dispara es una 
persona -no una máquina- que simplemente actúa cumpliendo una orden determinada. Ahí hay obediencia 
debida -¡cómo va a disparar a una señora con un bebé!-, y definir dónde está la responsabilidad en ese caso 
sería parte del litigio a desarrollar. 


Los problemas se generan cuando se llega a los extremos. Cuando las situaciones son simples, se pueden 
resolver de otra manera. 


De todas formas, no estoy seguro de que lo que planteaba el doctor Aller apuntaba hacia esos ejemplos. Creo 
que es más claro poner ejemplos para poder entender -por lo menos, a los legos- cuál es el alcance que 
queremos dar a las definiciones que se supone que se van a introducir en el proyecto de Código que está 
planteado. 


Con relación a las definiciones del régimen de culpabilidad, tampoco estoy seguro de que necesariamente 
resulten más claras. El doctor Aller dice que se saca el elemento de la acción jurídicamente irrelevante o 
jurídicamente indiferente que establecía el anterior Código para determinar una nueva acepción, que sería la 
del hecho culposo cuando con violación del deber de cuidado se deriva una acción o resultado que pueda ser 
previsto 


Ahora, desde el punto de vista jurídico, el hecho es irrelevante igual. Me había quedado claro que el 

artículo 18 del Código Penal se aplicaba en la medicina legal para saber cuáles eran las responsabilidades que 
podíamos tener. El que actúa con negligencia puede ser consciente, o no, de sus acciones; el que actúa con 
impericia, quizás no sea consciente de que no tiene la pericia necesaria para hacer algo, pero el que actúa con 
imprudencia, generalmente tiene claro que está yendo más allá de lo que debería en un acto médico. 


Esa es la apreciación que quería hacer, que no refería tanto a la obediencia debida -daría para discutir 
mucho-, sino al régimen de culpabilidad. Creo que se aclara mucho más, aunque para mí no se entabla una 
gran diferencia. Entiendo la discusión que se dio en la década de los cuarenta, a la que se hizo referencia, que 
no fue tanto por lo que expresaba el Código, sino por una interpretación de otro tipo. 


Quería dejar planteada esta reflexión, que va a dar para mucho desde el punto de vista de la lectura de las 
modificaciones que están planteadas. 


SEÑOR ALLER.- Con respecto a la obediencia debida o al superior, el ejemplo que pone el señor 
Presidente de quien efectúa el disparo a la señora que porta un supuesto bebé, que no lo es, en todo 
caso lo deberíamos resolver con el actual artículo 28, relativo al cumplimiento de la ley, y no con el de 
obediencia debida o al superior, si lo hizo en el desempeño de su profesión u oficio lícito. Seguramente, 
eso nos llevaría, entre otras cosas, a ponderar y a decir diferentes las órdenes. No solo se diría: "Mate a 
la mujer", sino: "Mate a la mujer, porque lo que lleva es otra cosa", por ejemplo. Creo que eso nos 
sirve para ordenar no solo el campo jurídico, sino también los aspectos decisionales, la toma de 
decisiones y de conductas. 


Como bien habrá advertido el señor Presidente, estos aspectos ratifican lo que señalamos al comienzo: el 
estudio pormenorizado de un proyecto de Código implicaría un trabajo de meses y discusiones sobre cada 
punto. Por eso uno va haciendo referencia en forma excesivamente rápida a algunos aspectos. 


Sobre los delitos imprudentes, voy a hacer una primera salvedad: hoy en día ya no hacemos dogmáticamente 
una clasificación de impericia, negligencia o imprudencia por separado. Quizás no lo he aclarado y lo he 
dado por supuesto por deformación profesional. El delito imprudente abarca todas las conductas. La 
negligencia es una forma de imprudencia; la impericia es una forma de imprudencia, por lo menos, en el 
entender del campo del derecho penal. Pero me parece que esa es una cuestión meramente de léxico; no 
cambia la esencia. 


Es importante que suprimamos la idea que tiene el Código de arranque lícito; al requerir que sea solo 
arranque lícito los delitos culpables o culposos lo que se ha tergiversado es el concepto de imprudencia y, de 
hecho, la praxis no condice exactamente con lo que dice el Código. Así que yo creo que el cambio sería para 
bien en todo sentido. Para bien, porque el lector del Código lo va a entender mejor. Para bien, porque nos 
acompasa con la evolución del derecho penal y porque solucionamos un viejo defecto arrastrado desde 
mucho tiempo atrás, propio también de otra época. A nosotros no nos duelen prendas en decir que lo que hizo 
Trureta, con sus defectos o no, en su momento fue un modelo de Código elogiado y muy bien visto en toda la 
región, pero hoy en día totalmente superado. Y este es uno de los cambios. Si los señores legisladores desean 
podemos detenernos más. Lo dejo a su criterio. Es un tema muy complicado, en el que también reconocemos 
que puede haber muy diversas opiniones válidas. 


La idea de suprimir en nuestra práctica penal esta cuestión de que el arranque sea lícito o ilícito, no requerir 
que sea lícito o ilícito, sacar esa cuestión de lado, es fundamental para resolver -sin que nos moleste la 


hojarasca- el núcleo de la cuestión. 


Voy a acelerar un poco por razones de tiempo y porque creo que los señores legisladores disponen o van a 
disponer del informe. Sin perjuicio de ello, estamos a las órdenes cuando la Comisión lo disponga para hacer 
ampliaciones específicas o discutir otros temas. Esto es una cabalgata. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una aclaración a los efectos de cómo proceder. Hay un informe 
escrito y esta es la primera vez que consultamos al Colegio de Abogados del Uruguay sobre este tema. 
Mi impresión es que no va a ser la única vez que nos reunamos para considerar las modificaciones del 
Código Penal. 


En el año anterior, nosotros consideramos las modificaciones del Código del Proceso Penal y lo hicimos en 
conjunto con la delegación de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, 
que vinieron varias veces. En algunos puntos venían con posiciones no necesariamente coincidentes y la 
lógica fue: "Hasta que ustedes no se pongan de acuerdo, nosotros ni empezamos". Hubo dos, tres o cuatro 
comparecencias del doctor Abal, de la doctora Kleit, en fin... Quiere decir que esta es una instancia que abre 
el nivel de intercambio con el Colegio de Abogados del Uruguay en relación a este tema. Habrá que hacer 
consideraciones en la parte general, en la parte especial y luego ir intercambiando opiniones en algunos de 
puntos. Creo que esta es la primera de las que seguramente serán varias comparecencias del Colegio de 
Abogados del Uruguay para considerar este tema. 


SEÑOR ALLER.- Voy a destacar y seleccionar algunos tópicos. Me parece que es muy adecuado el 
tratamiento que le ha dado la Comisión al tema del consentimiento del ofendido, agraviado, o la 
víctima. En la medida en que ese consentimiento sea válido, cuestión en la que no me extenderé - 
porque es una obviedad, pero llegado el momento lo podremos analizar-, lo que inhibe realmente es el 
tipo penal, es decir, decae la figura. Lo que se describe en la conducta criminal ya no tiene relevancia, 
aunque se afecte un bien jurídico. Efectivamente, se puede dañar un bien jurídico, pero que ha sido 
consentido por parte del agraviado y en la medida en que esté legitimado para ello, con los requisitos 
adecuados, lo lógico es que decaiga la tipicidad. ¿Por qué digo esto? Porque en doctrina se ha tratado 
muchas veces que el consentimiento sería una causa de justificación. Si bien hoy en día ello es 
aceptable y podría barajarse así, en términos generales entendemos que lo más justo es que si el 
consentimiento lo que precisamente consiente es afectar el bien jurídico, y el bien jurídico está en el 
tipo penal -no es contra la antijuridicidad, sino contra la tipicidad- pues, entonces, es bastante evidente 
que el consentimiento no debe enunciarse. ¿Qué quiero decir en síntesis? Que un Código Penal hoy día 
bien afincado -llamémosle así- en estos principios no tiene que decir cuándo hay o cuándo no hay 
consentimiento en un sentido cabal. Es decir que este silencio del Código es el correcto. En los casos de 
bienes jurídicos afectados con consentimiento por parte de la víctima y siendo este consentimiento 
válido, operable y relevante, directamente no hay tipo penal, no hay delito y el Código no debe 
enunciar lo que no es delito, sino aquello que es delito. Entonces, en virtud de ese principio magno 
parece muy correcto lo que ha llevado a cabo la Comisión. 


Con respecto a la culpabilidad -ya he señalado alguna parte- se le quita adecuadamente lo que se había hecho 
en el mundo, por lo menos a partir de los años sesenta, que es el elemento subjetivo en lo medular; siempre 
algo subjetivo queda, pero se le quita la idea de dolo, culpa, referencias subjetivas, todo eso pasa al tipo 
penal, se ordena adecuadamente la cuestión. Y en la culpabilidad se mantiene una culpabilidad de tipo 
normativo, se consagra una teoría normativa pura, lo que nos parece absolutamente claro y de recibo, en 
comunidad con el mundo democrático. A su vez, la culpabilidad se integra por la exigibilidad o no de otra 
conducta. No es culpable aquella persona a la cual no le es exigible comportarse de otra forma que sea lícita. 
Entonces, en esa exigibilidad o no, es que aparece, por ejemplo, como causa de inculpabilidad, la coacción, la 
violencia sobre otra persona, que le inhibe de actuar libremente. Quien actúa con un revolver puesto en la 
sien, sabe que actúa, tiene conciencia de antijuridicidad; sabe que está conculcando una disposición penal al 
hurtar o al efectuar equis maniobra delictiva. Sin embargo, se ve inhibido en su libertad de actuación y, por lo 
tanto, es inculpable, carece de culpabilidad. Eso es algo que nos parece muy bien tal como está redactado, 
consagrando la idea de que en la culpabilidad el principio rector al fin es el de la libertad del individuo. Las 
personas son responsables en la medida en que son libres: a mayor libertad, mayor responsabilidad y a la 
inversa, menor libertar, menor responsabilidad. Y esa es la cuota -como si fuese una suerte de represa- de la 
culpabilidad. 


Con respecto a la capacidad de culpabilidad, en el proyecto de ley se resuelven las cuestiones meramente 
naturalísticas que consagraba, a nuestro modo de ver, un superado y ya errado a esta altura artículo 30 del 
actual Código, que hablaba de cosas casi histriónicas: enfermedades, intoxicación, sueño hipnótico, 
sordomudez, embriaguez. Es decir: los Códigos no tienen que relatar los ejemplos; los ejemplos nos sirven a 
nosotros para esclarecer valores y principios. Los Códigos solo tienen que dar, en la parte general, los 
grandes conceptos que plasmen en definitiva aquellos principios caros a la Constitución. Ese es el verdadero 
ámbito de una parte general del Código. 


Por lo tanto, el artículo 30, en su nueva redacción -que casualmente mantendría el mismo número-, no 
ejemplifica nada de eso y se limita a lo que debe ser, que es establecer los parámetros adecuados de una 
capacidad de culpabilidad. Es más: hasta debe superarse, por más que no deja de ser una cuestión casi de 
palabras, la mera idea de imputabilidad e inimputabilidad, un concepto muy naturalístico y, si se quiere, ya 
fuera de contexto, y definirlo en términos de si el individuo es o no capaz de ser culpable. De todas maneras, 
la cuestión terminológica no es lo que más nos preocupa. Pero es verdad que las palabras utilizadas de una u 
otra manera tienen diferentes sentidos, por lo que no es cosa menor considerarlo en algún momento. 


Otro tópico sumamente urticante es en cuanto al tema de la minoría de edad o los 18 años. El Código repite el 
modelo de los 18 años de edad en el que sería su artículo 31. Este es un tema en el que el Legislativo en su 
momento ha tomado decisiones. Cuando aprobó el Código de la Niñez y Adolescencia, hace poco menos de 
una década, tomó un criterio. A nuestro modo de ver, es un tema más que opinable; en esto no hay dos 
bibliotecas sino unas cuantas en el Uruguay, pero yo solo puedo dar mi opinión personal, sin comprometer a 
ningún colectivo y ni siquiera al Colegio de Abogados del Uruguay. 


A mi modo de ver, el Uruguay consagró un régimen de responsabilidad a partir de los 13 años de edad y, si 
no he entendido mal, solo se puede ser culpable si se es responsable y si se es responsable se puede ser 
culpable. De esa escalada de expresiones o conceptos jurídicos no podemos salir. A mi modo de ver -es una 
opinión y nada más; el Legislativo resolverá de la manera adecuada-, Uruguay hoy en día tiene un sistema 
que está partido y este proyecto de alguna manera lo mantiene intacto. Es decir, tiene un régimen de 
responsabilidad en un Código y otro régimen de responsabilidad en otro Código. Para mí es en este tema en 
que hay que tomar una decisión, y es una decisión que le gana al derecho penal. Ahí no estamos discutiendo 
sobre el derecho penal, sino sobre toda la situación, en este caso, de las personas que tengan o que lleguen a 
determinada edad. Insisto: me parece que este es un tema que trasciende a lo que es el proyecto. Para mí el 
proyecto toma una posición de mantenerse para que defina el legislador con lo relativo a la niñez y la 
adolescencia. Dice: para el Código Penal son 18 años. Claro, ahí va a aparecer un tema; creo que el señor 
Diputado Cersósimo había planteado una posible reforma. Llegado el momento habría que compatibilizar 
una cuestión con la otra. Si uno va a tomar opciones, yo sigo pensando que el sistema punitivo de mayores no 
debe extenderse a los menores. Pero, bueno, todas las edades son discutibles. El sistema alemán es muy 
interesante, establece una franja; no recuerdo las edades exactas, más o menos desde los 15 años hasta los 22 
o 23 años, y es una franja que es común, entera. Me parece que este es un criterio muy racional porque es 
verdad que hoy una persona -no vamos a decir chico, porque parecería que le pongo una carga sentimental- 
de 18, 19 o 20 años, quizás, en algunos aspectos sea mucho más madura de lo que éramos nosotros a esa 
edad. Es factible, pero también es cierto que un hombre o una mujer de 22 o 23 años de edad en muchos 
aspectos de la vida son muchísimo más inmaduros que nosotros a esa edad. Quiere decir que la sociedad ha 
tenido un cambio sumamente grave. Creo que este es un terreno que nos gana a los penalistas. He dado una 
mera opinión; no la tomen como más que una opinión personal. 


Otro tópico es en cuanto a las causas de impunidad, que son resueltas adecuadamente por el Código, de modo 
que en este aspecto no me voy a detener mayormente. Transforma todas las causas de impunidad consagradas 
en el texto anterior en excusas absolutorias en lugar de perdones judiciales, con lo cual se inhibe ese 
decisionismo del Juez de decidir discrecionalmente si va a perdonar o no la pena en tal delito, obviamente 
que con un decálogo específico de cuáles son, y así lo mantiene el sistema. 


Quisiera aclarar que el Uruguay tiene un sistema único en el mundo de causas de impunidad. Nuestro país 
fue absolutamente innovador, y no para mal. El sistema uruguayo está superado por los tiempos, pero el 
criterio básico de tener un decálogo de causas de impunidad en el Código no ha funcionado mal. Sí habría 
que suprimir unas y agregar otras. También es cierto que si revisan el sistema que consagraba o consagra el 
Código en materia de aborto verán que establece un régimen excepcional de causas de impunidad: el de los 


llamados abortos privilegiados es un régimen en el que se establecen o perdones judiciales o excusas 
absolutorias. 


En todos los casos, este proyecto de Código propone que todos los perdones se transformen en excusas 
absolutorias, es decir: dándose los requisitos normativos que requiera la ley penal el Juez queda obligado a 
disponer la no punición. Y en esto soy preciso en decir que las causas de impunidad no significan que no 
haya delito: el delito subsiste, lo que no hay es pena. Se podrá decir -con buen criterio- que en lo social da 
igual. Da igual, pero cuando lo vemos en un plano de lo que puede ocurrir se empieza a separar. Si porque no 
va a haber pena el Juez no procesa ni condena, parecería que da igual, pero el Juez puede procesar, condenar 
y luego no penar. Por lo tanto, queda un antecedente penal, por ejemplo. 


Entonces, creo que es importante señalar que hay un mensaje claro social de que a esa conducta no la vamos 
a penar, pero que sí nos parece una conducta penalmente relevante, es decir que amerita una intervención 
penal sin pena. Considero que eso es acompasarse con los tiempos. 


Otro aspecto es que este proyecto de Código descataloga prácticamente todas las situaciones -la Comisión 
dice que todas, yo creo que sí en términos generales, pero puede haber alguna duda-, que descataloga al 
barrer lo que damos en llamar derecho penal de autor, es decir, aquellas situaciones en las cuales al individuo 
se le hace una verdadera persecución, no un seguimiento para ver dónde anda sino más que eso, por su estilo 
de vida, por sus antecedentes honorables o no, por todas esas cuestiones que están dispersas en el actual 
Código Penal y que nada tienen que ver con un sistema de resolución jurídica sino con revisar estilos de vida. 
No es ajeno a nosotros que es factible que una persona que tenga un determinado estilo de vida pueda 
eventualmente delinquir. Lo que sí que no es campo del derecho penal tratar ese aspecto; en todo caso, sería 
cuestión de otros ámbitos de la sociedad, pero no del derecho penal ir con la espada de Damocles encima de 
un individuo en lo punitivo, con lo que ello implica: medidas de seguridad y todo lo demás, prácticamente la 
persecución, la no posibilidad de perdón, como tenemos hoy en día algún perdón judicial en el caso de que el 
individuo no tuviese antecedentes honorables, una cuestión tan intangible. Porque, ¿cuál es el antecedente 
honorable y cuál no es honorable? No sería honorable, tradicionalmente, ejercer el meretricio: sin embargo, 
es una profesión lícita. Y podríamos seguir con un largo decálogo que nos demanda, que, como sociedad, nos 
exige "aggiornarnos"”. Si en un sentido favorable nos hemos vuelto mucho más tolerantes con cosas que 
pueden no gustarnos y nos han empezado a gustar cosas que antes rechazábamos, si hemos tenido todos esos 
matices, no tiene ningún sentido permanecer con un sistema de derecho penal de autor, donde al individuo se 
le castigue más por quién es que por lo que ha hecho. Debemos, en cambio, consagrar un sistema de 
culpabilidad que reproche el acto concreto que ha llevado a cabo. 


En ese sentido, el proyecto de Código barre con todas esas expresiones y también quita esa cuestión tremenda 
de la habitualidad delictual, que es de estilo de vida y nada más. De hecho, afortunadamente, en Uruguay no 
se han aplicado las medidas eliminativas de seguridad. Hasta donde yo sé, no se ha aplicado ninguna; se han 
pedido, pero no se aplicaron, a pesar de que están consagradas en la ley. Y no se han aplicado porque nuestros 
operadores del sistema tienen claro que, en realidad, esto es vulneratorio del derecho al barrer. Es decir que 
tienen un respaldo jurídico para no cumplirlo, pero hay que arreglar la ley penal para que no sea contraria a 
derecho. Este es un tema que me parece que este proyecto de Código lo soluciona muy bien. 


Por el contrario, mantener sistemas de persecución de individuos, de verdaderas hipótesis de "bis in idem", 
cargándole la cuenta por una supuesta e intangible peligrosidad por lo menos desde el punto de vista de lo 
penal, lleva a que no se rompa el círculo vicioso, a institucionalizarlo y luego potenciar su mayor 
criminalización. Es decir que no estoy pensando en un aspecto teórico; estoy pensando que, en la práctica, ya 
tenemos décadas y décadas de experiencia que nos permiten saber que ese exceso de institucionalización no 
solo no abate la criminalidad, sino que la aumenta. Si vamos a resultados, el resultado ha sido pésimo y, en 
ese sentido, por suerte, la teoría coincide con los resultados. 


Es decir que el proyecto tiende a hacer desaparecer, a descartar los peligrosismos, abarcando también los 
delitos de peligro abstracto y preservando los delitos de peligro concreto, lo cual nos parece básicamente 
correcto. 


Se mantiene el régimen en lo medular de autoría y participación como de concurso de delitos. Además, el 
proyecto trata en forma muy adecuada la tentativa inidónea y el desistimiento, sin perjuicio de que, en 
nuestra opinión, debiera unificarse toda la punición de las tentativas. Creo que en ese punto hay algo en el 
debe. No nos parece correcto, en la dosimetría de las penas, en los conceptos jurídicos, que pueda haber una 


tentativa que tenga la misma pena que el delito que ha logrado el resultado, como existe hoy en día en alguna 
hipótesis, creo que relativa al lavado de dinero y a las drogas en general. Lograr el resultado o no lograrlo, en 
ese campo específico, da igual, y esto no nos parece de recibo. Es decir, entendemos que era acertado 
mantener la dosimetría de la pena sosteniendo que la tentativa no pudiese castigarse más que la pena 
específica llevada a la mitad. Sin embargo, si ustedes se fijan, las modificaciones a lo largo de los años han 
establecido de un tercio a la mitad, luego llegar a dos tercios, pero en hipótesis diversas. Después, 
directamente, en algún caso aislado -en la nomenclatura, no en la práctica- pero muy importante, se llegó a 
que la tentativa se castigara igual que el delito consumado y agotado. Esto nos parece una severa 
contradicción científica y práctica, y hasta un equivocado mensaje a los navegantes, es decir, a los 
justiciables. No es lo mismo llevar a cabo la conducta y obtener el resultado que no obtenerlo. 


Por supuesto que en cuanto a la conducta, cabalmente hablando, la intencionalidad del sujeto era lograr ese 
fin que no pudo obtener por factores externos, pero lo que estamos cuantificando es la idoneidad de su 
conducta. Y a una menor idoneidad -delito tentado, que no ha podido lograr el fin-, la lógica consecuencia es 
que tenga menor punición. ¿Por qué? Porque hay menos culpabilidad. Y hay menos culpabilidad porque tiene 
menos idoneidad en la conducta. La prueba de que su conducta no era idónea para matar es que no logró 
matar, y eso nos parece que es sumamente importante. Esto debiera de unificarse y, a nuestro modo de ver, 
uno de los criterios sería el de la mitad de pena. 


SEÑORA TOURNÉ.- Voy a referirme a un tema más general que el que el doctor Aller está 
planteando, pero que hace a la dosimetría penal. 


Quisiera saber su opinión en cuanto a la dosimetría de todo el Código. Yo tengo posición al respecto, pero 
quiero escuchar qué opinan al respecto. Precisamente, le estaba preguntando a un colega si habían hablado de 
la dosimetría penal en el Código propuesto y en vigente. Me permito hacer la interrupción, porque el doctor 
Aller entró en este tema. 


SEÑOR ALLER.- Nuestro Código Penal actual, de 1934, se caracterizó en la región por ser -no voy a 
utilizar la palabra "benigno" porque puede ser malinterpretada- más racional en el uso de las penas 
que los de otros países. Hasta el día de hoy, Argentina, aunque no la aplica, tiene consagrada la pena 
perpetua, lo cual por supuesto que es una aberración desde el punto de vista de la ilustración, el 
iluminismo y el liberalismo en general. Así podemos seguir con otros países de la región, sin llegar tal 
vez a ese extremo, pero con penas exacerbadas. 


Dentro de ese campo, donde Uruguay parecía un elefante blanco, igual hemos tenido un desproporcionado 
crecimiento -por supuesto que hablo desde la vuelta a la democracia-, en particular a partir de la mitad de los 
años noventa. Esto no lo digo pensando en colores políticos -lo señalo en forma clara y llana-, sino 
considerando concretamente disposiciones legales penales. La Ley de Seguridad Ciudadana N* 16.707 marcó 
un quiebre en nuestro sistema penal, como todo en la vida, para unos fue motivo de elogio y para otros fue 
considerado francamente un capítulo oscuro porque, pese a tener algunos aspectos muy positivos, también 
introduce una serie de tipos penales contradictorios, incrementos punitivos, en fin, una serie de figuras que 
marcan una tendencia -con altibajos- a un mayor punitivismo en Uruguay. 


Hasta 1995, Uruguay tenía un promedio aproximado de dos leyes penales por año -en algún momento hice la 
investigación, ahora señalo una cifra estimada-, lo cual nos colocaba como un país muy racional al momento 
de legislar en lo penal, y cuando digo racional al legislar en lo penal me refiero al que legisla menos: ese es el 
más racional en términos generales, con alguna excepción. Uruguay legislaba poco. Si tomamos como 
parámetro el Código de 1934, salteamos la dictadura y consideramos períodos institucionales hasta 1995, 
Uruguay legislaba poco en lo penal y, en términos generales, lo que legislaba en materia penal se configuraba 
en disposiciones aclaratorias, ampliación de alguna cuestión, la derogación de alguna agravante, agregar 
algún delito. Había una verdadera moderación en el campo legislativo penal. Era otra sociedad, era otra 
situación del país, pero vemos esa realidad legislativa. 


A partir de 1995, se produce un cambio paradigmático, en el que rápidamente saltamos a un promedio de 
cinco leyes penales por año y luego casi superamos las siete anuales; no sé la cifra exacta. Eso no nos dice 
demasiado porque, comparado con otros países, siete leyes penales por año hasta llevaría a muchos a decir: 
"¡Pues qué poco legislan ustedes en penal!". El problema es que cuando hacemos un análisis del contenido de 


esas leyes penales, no todas pero la mayoría son de más delitos, más incrementos de penas y menos 
posibilidades de obtención de libertad, que es un poco lo mismo. Es decir: si la pena no aumenta, pero se 
disminuyen las posibilidades de acceso a la libertad, de alguna manera la pena, oblicuamente, ha aumentado. 
Y así podríamos seguir con algunas otras afirmaciones. 


En concreto, Uruguay ha seguido una escalada, con altibajos. La ley de humanización de prisiones tuvo un 
concepto contrario a lo que estoy diciendo, pero rápidamente, a los pocos meses -si no recuerdo mal-, se 
agravó la pena en determinadas formas de hurto, con lo cual muchas personas -no con nombre propio, sino el 
"target" de quienes podían haber salido o salieron con esa ley- volvieron a ingresar en la misma Legislatura. 
Ese es un cambio que me parece fundamental. Desde el punto de vista técnico -yo no hablo de las decisiones 
políticas- nos parece una severa contradicción. Nos muestra un país que tiene un problema muy grave: 
Uruguay no tiene una política criminal nítidamente autoritaria ni tampoco nítidamente benévola -por llamarla 
de alguna forma- o liberal. Lo que tiene Uruguay es ausencia de política criminal definida, y esa es una 
severa autocrítica que debemos hacernos todos. Yo sé que suena a crítica al legislador, pero la crítica no es 
solo al legislador; también es hacia nosotros. Quizás no nos expresamos adecuadamente al señalar que ni una 
sola ley penal represora, no en Uruguay, en el mundo, ha dado como resultado el abatimiento de la 
criminalidad. Esto no quiere decir que larguemos a todos los rapiñeros; lo que quiere decir es que 
racionalicemos el castigo. 


Ahora me puedo a focalizar concretamente en la pregunta efectuada por la señora Diputada Tourné. 


SEÑOR REAL.- Lo que planteaba el doctor Aller en cuanto a la falta de una política criminal también 
se ha expresado a nivel jurisprudencial. Aun cuando en términos generales es fácilmente constatable. 
ese proceso de "represivización" general que se nota en la ley se advierte claramente en la 
jurisprudencia. A través de la extensión de los tiempos de la prisión preventiva, del aumento de las 
penas dentro de los márgenes legales -hablo de los criterios generales de aplicación de la pena-, por la 
vía de reducir la cantidad de libertades por gracia que concede la Suprema Corte y de la aplicación de 
un criterio mucho más restrictivo en la concesión de libertades anticipadas lo que hemos logrado es 
mayor "represivización" y mayor tiempo de permanencia en la cárcel de las personas procesadas y 
penadas. 


SEÑORA TOURNÉ.- Y ni hablemos a las medidas alternativas a la pena de prisión, que se aplican con 
mucha timidez o más bien no se aplican. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, voy a ordenar un poco el debate. 


Hoy tenemos sesión de Cámara. Ya dije que esta no va a ser la única vez que recibamos al Colegio de 
Abogados. Ahora podemos disponer de siete u ocho minutos más para este primer aporte del Colegio. Pero la 
Comisión debe realizar otro intercambio antes de terminar, de cara a la sesión de la tarde. Por lo tanto, le 
pediría si pudiera usar este tiempo para redondear lo que quiere transmitirnos. 


SEÑOR ALLER.- Por supuesto que el informe queda a su disposición. 


Voy a cerrar el capítulo general y haré una precisión general sobre lo especial, y en ese tiempo me alcanzará 
para hacer una conclusión final y creo que por lo menos podré dejar un pantallazo de lo que es nuestro 
pensamiento a este respecto. 


En cuanto a la parte general y lo que decía la Diputada Tourné sobre las penas y el Código, puedo decir que 
el Código actual es mucho menos punitivista que las leyes penales que tenemos vigentes en la actualidad. Eso 
ya marca una gran distancia; hay un barranco de distancia. Si a eso se le agrega el análisis del proyecto de 
ley, si bien no es que abata las penas en un sentido cabal y terminante, el proyecto de Código retoma el 
sendero en el sentido del criterio no excesivamente punitivista que tenía el Código ortodoxo originario. En 
ese sentido, creo que es muy aprovechable. 


Concretamente -como no voy a poder tratarlo, lo menciono ya-, el caso bien simbólico y significativo de lo 
que estoy señalando es que llevaría a un mínimo racional el mínimo de pena en el delito de rapiña, con lo 
cual se soluciona un problema atroz que hemos tenido en nuestra comunidad, y es que muchas hipótesis de 


rapiña -las de abajo, aquellos delitos en los que la violencia física o psíquica ha sido una actuación de mínima 
relevancia, pero que ha sido de violencia física o psíquica- que no son excarcelables, en el mínimo, ahora 
serían excarcelables. Realmente felicitamos a la Comisión redactora del proyecto por tomar este criterio, que 
es absolutamente de lógica y soluciona un problema práctico, porque en el foro vemos que los magistrados - 
comprendiendo a todos: jueces, fiscales y abogados- a veces terminamos colocando como un hurto con 
violencia en las cosas un forcejeo por un objeto. A fuer de ser sinceros, el forcejeo por un objeto es una 
violencia con las personas, pero como no es excarcelable y tiene una pena que no baja de cuatro años se hacía 
lo posible por llevarlo a ese tramo. 


Esto de ninguna manera significaría que la rapiña deje de ser un delito de suma gravedad, porque lo es. Lo 
consideramos un delito sumamente grave, pero así como el homicidio tiene situaciones en las que es 
procesable sin prisión y excarcelable en caso de que sea procesable con prisión, y no solo los imprudentes, 
eventualmente algún intencional muy atenuado como una legítima defensa incompleta, entonces, creemos 
que esto implica racionalizarlo. Eso para contestar, grosso modo, la pregunta de la señora Diputada. Creo que 
el proyecto, quizás no sea todo lo que queremos, pero mejora la situación; por lo menos, contiene un poco la 
fiebre punitiva. 


Dejo de lado la parte general. Entiendo que hay aspectos que quedan pendientes. De la parte especial, no 
puedo hacer el análisis casuístico, pero sí señalar que, en términos generales, se produce un ajuste en varios 
aspectos. Se mejora lo relativo al desacato por ofensa, que se eliminaría. Creo que hay claros argumentos 
históricos en nuestro país para propender a esta posición. 


Entiendo que también es adecuada la supresión del delito de abuso de funciones, un tipo penal abierto, que 
vulnera el principio constitucional de legalidad cuando dice que va a ser ese delito todo aquello que no esté 
especialmente previsto por la ley. Ergo, como uno le enseña a los estudiantes: ¿qué es abuso de funciones? 
Todo lo que no es delito, porque si no está previsto por la ley, no es delito. Sin embargo, en Uruguay 
mantenemos esa figura que, incluso, hasta se agrandó años atrás. Yo entiendo que eso debe ser derogado, y 
esta es una oportunidad inmejorable. Antaño ha habido proyectos sobre esto pero, por diversas razones, no 
prosperaron. Entiendo que este es el momento adecuado para hacer tabla rasa con el asunto y acabar con un 
delito absolutamente peligrosista, de derecho penal de autor, etcétera. 


Ya me referí a la asociación para delinquir y me remito a lo señalado. 


Creo que el tema de la ayuda al suicidio debiera tratarse de manera un poco diferente. En este punto no estoy 
de acuerdo plenamente con lo que establece el proyecto de Código: tendría que darse el mismo tratamiento 
que a los casos de homicidio piadoso, por piedad. Me refiero a la ayuda al suicidio, pero no a la instigación 
que, en cambio, nos parece una conducta de mucha mayor gravedad. Es conducir a una persona a producirse 
la muerte. De todos modos, llegado el momento, eso se podrá analizar. 


El proyecto de Código elimina las faltas -sé que no es un tema ajeno a la Comisión- y lo suscribo 
plenamente. En este momento hay un proyecto que tiene cosas interesantes, cosas buenas, pero, como regla - 
es la opinión de la Comisión de Derecho Penal del Colegio de Abogados y de quien suscribe-, el régimen 
penal no ha servido absolutamente para nada. Es derecho penal de autor cabalmente hablando. Es 
peligrosismo. No decimos que no nos importen esas infracciones. Nos preocupa que las personas hagan sus 
necesidades en las calles, no nos gusta en ningún sentido. No solo es lo estético ni lo que podamos oler; es lo 
que significa como degradación para una sociedad. Ahora bien, ¿pertenece al derecho penal solucionar los 
problemas de los orines? Yo creo que no. Yo creo que ese no es el campo del derecho penal. Es minusvaluar 
al derecho penal. Tenemos cosas mucho más importantes que hacer. 


El problema de mantener adecuadamente una plaza pública o algo por el estilo es municipal, administrativo. 
¿Debe implicar sanciones, hasta si se quiere fuertes, en lo económico? No lo sé; no es mi campo, pero no 
pertenece al derecho penal porque no hay un bien jurídico penalmente de relevancia en juego. Están en juego 
valores de la sociedad, como los tenemos en campos administrativos. 


El proyecto de Código descataloga las faltas y nosotros estamos totalmente de acuerdo, no en cuanto a la 
permisividad de las conductas que se pretenden poner en un proyecto de ley sobre faltas o lo que está hoy 
vigente. No estamos de acuerdo con que esas conductas se sigan implementando. Deben ser ubicadas, 
debidamente tratadas por los medios adecuados que, insisto, no son los penales. Entonces, me parece que no 
le competen a nuestro campo jurídico. Francamente, no veo el sentido jurídico de abrir esa tranquera y meter 


en el derecho penal algo que notoriamente no ha funcionado en ninguna parte del mundo que no sea 
autoritaria. Puede haber razones de políticas sociales y otras cuestiones ajenas a mí, en las que me confieso 
relativamente ignorante. 


En síntesis, este proyecto de Código tiene hoy doscientos setenta y ocho artículos. Eso no dice nada y dice 
mucho. No dice nada porque hay que ver los contenidos, pero dice mucho porque nos muestra una filosofía 
de cómo legislar. Es decir: hacer un código lo más reducido posible, y creo que estamos a tiro de eso, lo que 
me parece fundamental. Legislar en lo penal lo menos posible, también insumiría la expectativa lógica del 
ciudadano -no hablo como abogado- de que el legislador, hacia el futuro, si aprueba este Código, no legisla 
por el costado. Digo esto más allá de las modificaciones que sufrirá, seguramente en no mucho tiempo, como 
pasó con el Código General del Proceso. Recordarán muchos de ustedes que al año o dos años ya tenía cerca 
de cien artículos con modificaciones, y bienvenidas sean: algunas con aciertos, otras con errores; no es mi 
campo. Con este Código, si sale, seguramente acontezca algo similar, pero me parece importante tener una 
expectativa lógica de que si legislamos en el Código no estemos legislando por el costado. De lo contrario, si 
queremos legislar algo, legislarlo ya en el Código. Hay que buscar esa verdadera armonía, legar a los futuros 
ciudadanos que vayan naciendo y a los futuros legisladores un ejemplo de disciplina científica, técnica. No es 
que quedemos casados u obligados con el Código, porque habrá que ir "aggiornandolo", pero no hacer un 
código y paralelamente sacar una ley contradictoria por otro lado. Me parece que esta es una cuestión no 
menor desde el punto de vista ciudadano, ya no solo meramente técnico. 


Por último, además de agradecer la excelente oportunidad que nos han dado y pedir disculpas por los posibles 
fallos o imprecisiones que uno haya tenido, debo decir que creo que necesitamos un código, sea este -que aun 
con sus aspectos criticables nos parece importante- u otro, para reducir ese decisionismo penal que hoy nos 
preocupa de nuestro sistema penal, para reducir la disparidad de criterios, para tratar de unificarlos, siempre y 
cuando vaya acompasado también de una profunda modificación procesal penal, de una profunda 
modificación del sistema penitenciario, en el que se está progresando pero se requiere mucho más todavía. El 
Código Penal aislado -desde ya advierto- no va a solucionar la criminalidad; ni siquiera va a abatir en sentido 
sensible los delitos. El ciudadano no va a estar más tranquilo porque se apruebe este proyecto de Código ni 
cualquier otro que se nos ocurra traer. Los verdaderos cambios paradigmáticos están en otro campo, y esta es 
una herramienta importante, técnica, fundamental y, sobre todo, que tiene que estar ajustada cabalmente a la 
Constitución de la República. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta no va a ser la única oportunidad en que vamos a tener la posibilidad de 
intercambiar con el Colegio de Abogados del Uruguay con respecto a las modificaciones del Código 
Penal. Incluso, una parte de la Comisión está trabajando en un proyecto que complemente las 
modificaciones al Código del Proceso Penal que está a estudio del Senado y al proyecto de Código 
Penal que estamos considerando. 


Consulto acerca de la posibilidad de que nos envíen vía magnética el documento escrito que nos van a dejar. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Los conceptos vertidos por el doctor Aller -algunos pude escuchar y 
otros no- van muy en la línea de algunas de las cosas que la Comisión está promoviendo y que, incluso, 
conversamos con la Comisión del Senado. Me refiero a tratar de que todo esto sea parte de un sistema 
y se acompase con las modificaciones de determinadas normas del Código del Proceso Penal. Alguien 
ha dicho por ahí que todo legislador tiene el sueño del delito propio. Eso no es así; lo que pasa es que, 
muchas veces, vamos tratando de resolver las urgencias cotidianas, con la opinión pública presionando, 
y eso resta entidad científica al trabajo y hace que, en ocasiones, generemos normas sueltas, que no 
obedecen a una lógica global. 


Creo que lo mejor es tener un sistema que responda a un mismo concepto. Con la Unión Europea nos 
habíamos planteado la realización de algún evento -seguramente, será posible concretarlo antes de aprobar el 
Código- en el que participaran todos los actores fundamentales -jueces, fiscales, el Colegio de Abogados, las 
distintas Cátedras-, para dar una mirada conjunta al tema. Esa es la aspiración que mantenemos y vamos a ver 
cómo armamos el puzzle con las eventuales normas que se aprueben en estos días. 


SEÑOR REAL.- Quiero trasmitir el apoyo institucional del Colegio de Abogados del Uruguay a este 
proceso de transformación legislativa, en estas tres patas a que refería el doctor Aller, que solo son 
parte de una política general de seguridad. Me refiero al segmento penitenciario, la reforma del 
derecho penal sustancial y la reforma especialmente del Código del Proceso Penal, que para nosotros es 
una prioridad estratégica central. Visualizamos eso, además, como instrumentos de fortalecimiento de 
los derechos individuales y de las libertades públicas, objetivos que nos planteamos como institución. 


Agradecemos la invitación y nos ponemos a disposición. Tomamos su palabra de que podemos resultarles 
útiles en el futuro para realizar aportes en este sentido. Entregamos al Presidente el documento y vamos a 
hacer llegar por vía magnética el informe. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero dejar constancia de que se plantearon algunos temas polémicos como 
el referido a la franja de imputabilidad o a las faltas, que en este momento están en tratamiento. No 
dimos el debate, pero ya lo podremos dar en algún momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 
(Se retiran de Sala los representantes del Colegio de Abogados del Uruguay) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


SEÑOR BAYARDI.- Antes de que ingresara la delegación del Colegio de Abogados del Uruguay, 
estábamos haciendo algunas consideraciones sobre las modificaciones del último inciso del artículo 5” 
del sustitutivo del proyecto de ley sobre faltas redactado por la bancada del Frente Amplio, que fue 
presentado en la última sesión, el miércoles pasado, que no es el que fue enviado el Poder Ejecutivo. 
Este inciso refería al tema de la incautación provisoria del vehículo para los casos previstos en los 
numerales 1” y 3”, relativos, respectivamente, a la participación en picadas y a la conducción en estado 
de embriaguez por encima de 1,2 g por litro de sangre. En este contexto, el señor Diputado Borsari 
Brenna planteó la posibilidad de tener un intercambio en la Comisión sobre ese y otros artículos 
planteados, previamente a que este proyecto se abordara en la Cámara en la tarde de hoy. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sería bueno que la bancada de Gobierno nos diera un pantallazo 
acerca de las modificaciones que propuso al proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo quisiera saber a qué se debe la urgencia de aprobar en el día de hoy el 
proyecto sobre faltas. 


SEÑOR BAYARDI.- El 19 de junio, Presidencia de la República hizo un planteo que se denomina 
"Estrategia por la vida y la convivencia", que contiene una serie de disposiciones de carácter 
administrativo y de iniciativas de carácter legislativo a ser enviadas al Poder Legislativo. Esto dio lugar 
a que hubiera niveles de intercambio entre la bancada del partido de Gobierno -tanto en Cámara de 
Diputados como en el Senado- y representantes del Poder Ejecutivo, tanto de la Presidencia de la 
República, como del Ministerio del Interior. Estuvimos trabajando en los proyectos enviados y en los 
que se iban a enviar, introduciendo modificaciones, y como bancada asumimos determinados 
compromisos, entre ellos, el de manejar el tiempo calendario a los efectos de que cada una de las 
Cámaras cumpliera con las obligaciones que contrajo en el proceso de discusión mencionado. En la 
medida en que nos habíamos comprometido a sancionar determinados proyectos en el presente 
Período de la Legislatura es que hemos planteado que se sancionen determinados proyectos antes de 
que finalice este año, entre ellos, el relativo a faltas. Esto llevó a la bancada del partido de Gobierno a 
incluir este tema en el orden del día. 


También estoy en condiciones de responder el planteo que hizo el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR CANTERO PIALL.- Voy a hablar a título personal. 


Puedo comprender los compromisos que haya asumido la bancada de Gobierno con el Poder Ejecutivo, pero 
quiero dejar establecidas algunas advertencias. Recién estamos ingresando a la consideración general y 
particular de este proyecto, de manera de intercambiar y ver cuál es la mejor redacción para cada uno de sus 
artículos. La primera instancia que tuvimos sobre este tema fue el miércoles pasado, cuando recibimos a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay, al Ministerio del Interior y a la Suprema Corte de Justicia. Es más: 
en esa misma sesión se planteó un sustitutivo que, por lo que pudimos apreciar, también era enviado por el 
Poder Ejecutivo y, en la mañana de hoy, a raíz de lo que se conversó en la sesión pasada, se están haciendo 
correcciones a algunos artículos. 


Esto demuestra que nos falta una instancia de intercambio sobre este proyecto. Yo tengo serias dudas sobre 
varios artículos y, en esta situación, prefiero no pronunciarme a favor. Sin embargo, pronunciarse a favor o en 
contra implica estar convencido de lo que se sostiene y en mi caso, realmente, no es así, por una serie de 
cuestiones que trataré de sintetizar. 


En primer lugar, en ocasión de tratar otros proyectos, desde la bancada oficialista, se nos ha dicho que 
determinadas propuestas no debían ser discutidas ni aprobadas aisladamente, sino cuando se estuviera 
resolviendo, por ejemplo, la reforma del Código Penal, o hasta tanto no se discutiera el Código del Proceso 
Penal. Y este proyecto está modificando el Código Penal y el Código del Proceso Penal. No me parece que 
corresponda poner a consideración este proyecto en la Cámara sin que hayamos tenido aún la oportunidad de 
ingresar a fondo en cada uno de los elementos. 


Sin duda, como el oficialismo tiene mayoría, no podría ser nuestra oposición un palo en la rueda, pero 
créanme que estos cuestionamientos a priori, procedimentales y no de fondo, no intentan frenar ni retrasar 
ningún tipo de decisión, sino que no nos hemos dado los tiempos suficientes como para ingresar en el estudio 
de algo que es nada más y nada menos que la reforma de dos Códigos. 


En segundo término, sin entrar al fondo del tema, en una aproximación general, entiendo que claramente el 
corazón del proyecto está basado en el trabajo comunitario como pena por las faltas. Recién, la señora 
Diputada Tourné, hablando del Código Penal, dijo que las penas sustitutivas no habían funcionado. La 
semana pasada preguntamos a la Suprema Corte de Justicia qué monitoreo venía haciendo del trabajo 
comunitario y su Presidente interino reconoció que no había tal monitoreo, que no se había podido avanzar en 
ese sentido por un problema que no es nada menor, como es saber quién paga ese trabajo comunitario. Creo 
que todos los aquí presentes nos afiliamos a la teoría de que dicho trabajo debe ser remunerado, porque no 
creemos en el trabajo forzoso. Así como no está claro quién paga ese trabajo, tampoco se sabe cómo se va a 
hacer ni quién está dispuesto a albergar a la persona que lo realice. Y, además, se dice que si el infractor no 
cumple con esa pena, tiene que pagar con prisión. 


Entonces, reitero que comprendo el compromiso que puede tener la bancada oficialista con el Gobierno, pero 
entiendo que se está legislando de manera apresurada en algo que no es sencillo. Realmente, nos gustaría 
tener tiempo para discutirlo y, en ese proceso, proponer alternativas, a los efectos de acompañarlo. Como dijo 
el doctor Aller, hay toda una discusión sobre si las faltas tienen que estar o no en el Código, y nos está 
faltando tiempo para el intercambio respectivo. 


SEÑOR BAYARDI.- Tomamos cuenta de la dinámica que se impone a este proyecto. 


Aclaro que dentro de la bancada oficialista esto llevó un largo proceso de discusión. Hay compañeros y 
compañeras que tienen distintas posiciones, desde que no hay que legislar en materia de faltas o que se está 
cayendo en lo que se puede denominar la inflación penal desde el punto de vista de la codificación, hasta que 
es tenue lo que se está haciendo. 


Nosotros formamos un grupo de trabajo que estuvo discutiendo y derivó en la redacción de un proyecto que 
ingresó al Parlamento en noviembre de 2012. Después, se planteó que fuera a la Cámara, donde ingresó el 14 
de noviembre. Este segundo proyecto, si bien formalmente viene del Poder Ejecutivo, es el que acordamos 
los legisladores al introducirle varias modificaciones al del Poder Ejecutivo. 


Nos hacemos cargo de la situación de la oposición; puedo decir que tiene razón en este tema, pero hay una 
voluntad política fuerte del Poder Ejecutivo en que estén sancionadas todas las iniciativas antes de fin de año. 


Nosotros creemos que hemos introducido las modificaciones y vamos a cumplir con el compromiso que 
asumimos con el Poder Ejecutivo. 


Hay otra serie de discusiones que no hemos dado. Como decía al doctor Aller, creo que las faltas deben 
existir y para cumplirlas, siempre que haya prisión de por medio, deben ser sancionadas con la garantía de un 
proceso. Yo tengo una discrepancia con la Corte y probablemente también con muchos compañeros dentro de 
mi bancada, porque considero que si uno es pasible de estar en prisión y un atemperamento o modulación de 
las penalidades lleva a que pueda realizar trabajo comunitario, en realidad yo querría discutir si tiene que ser 
pago o no. Si a mí me dieran a elegir entre ir preso o hacer dos horas de trabajo barriendo la plaza del barrio - 
se lo dije al doctor Ruibal en la última sesión-, no tengo ninguna duda: voy a barrer la plaza del barrio, que va 
a ser menos complicado. Esa es una discusión que quiero separar, porque hoy de por sí hay un cambio ya que 
la multa es cambiada por trabajo comunitario, lo que no sucede con la prisión. Y creo que es mucho más 
equitativo que se cambie la multa por trabajo comunitario porque la capacidad de hacer frente a una multa 
depende de del poder adquisitivo que tiene un individuo. Entonces, si yo tengo un nivel de renta muy grande 
y me sancionan siempre con multas, puedo cometer la falta las veces que quiera, pero esta sería otra 
discusión que, en todo caso, tendrá lugar en la relativa a los contenidos. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quiero consultar si el oficialismo tiene la idea de que este proyecto se vote 
la próxima semana en el Senado o simplemente lo dejará para el próximo año. 


SEÑOR BAYARDI.- Yo hablo por la bancada de Diputados; hablar por la de Senadores es un riesgo 
demasiado grande. Puedo decir que en la discusión participaron Senadores, fueron parte el acuerdo 
con el Poder Ejecutivo, pero no podría decir qué van a hacer. 


SEÑOR PEREYRA.- Comienzo respondiendo la última pregunta del señor Diputado Cantero Piali. 
Como decía el señor Diputado Bayardi, el paquete de la "Estrategia por la vida y la convivencia" 
incluye seis proyectos de ley. Ayer en el Senado se terminó de sancionar el proyecto relativo a la 
pensión a las víctimas, ya habíamos sancionado el que tiene que ver con el aumento de las penas y, por 
lo tanto, nos está quedando este proyecto que hoy está a consideración de la Comisión relacionado con 
las faltas y el que anunciamos que comenzaríamos su tratamiento para votarlo el día 27 en la Cámara, 
que es relacionado con las modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Como hemos dicho desde el primer día, para nosotros la "Estrategia por la vida y la convivencia" es una 
prioridad, y por ese motivo hemos tenido espacios y debates políticos internos en la bancada de Gobierno y 
también un proceso de debate con todos los partidos con representación parlamentaria, así como con la 
sociedad. Hemos tenido decenas de instancias públicas discutiendo estos temas, lo que por supuesto 
enriquece, pero debemos lograr un equilibrio en el debate -ustedes han sido Gobierno y tal vez lo sepan 
mejor que nosotros- y tenemos la necesidad de que las leyes sean aprobadas. Al llegar a fin de año hay 
muchos proyectos de ley que van a esta característica. 


Nosotros entendemos lo que dice el señor Diputado Cantero Piali. Su precisión se debe tener en cuenta 
absolutamente ya que llegados los últimos días del año este proyecto de ley toma una velocidad que para 
nosotros es necesaria y para la oposición no. En definitiva, nos queda claro que si bien el debate podría haber 
sido más profundo, la intención es que haya habido discusión, mejoras, etcétera. 


De los otros dos proyectos de la "Estrategia por la vida y la convivencia" el que tiene que ver con la 
internación no va a ser sancionado a fin de año. Probablemente el Senado lo apruebe y la Cámara de 
Diputados lo considere en los primeros meses del próximo año. El otro que sí expresamente quedó en la 
Comisión -ha sido motivo de polémica desde el día de ayer- es el que está relacionado con la legalización del 
cannabis, al que se le va a cambiar el nombre que tiene que ver con la internación compulsiva. Ese proyecto 
está avanzado en el Senado pero no va a dar el tiempo para aprobarlo antes de fin de año. Por lo tanto, 
seguramente el Senado apruebe y venga para acá. Seguramente no estará en nuestra Comisión sino en otra y 
allí se considerará. 


El otro proyecto que expresamente dejamos para considerar en la Comisión es el relacionado con la 
despenalización del cannabis. Eso quedó plasmado en las prioridades que establecimos como Gobierno. Hay 
otros proyectos que tienen esta característica y ya se discutieron en Sala, para los que seguramente la 


oposición plantee más tiempo, como el puerto de aguas profundas, que vamos a votar mañana, o el relativo a 
Pluna que consideraremos en los próximos días y dará lugar a un buen debate, pero están dentro de la agenda 
que nos planteamos. 


El señor Diputado Bayardi y la señora Diputada Tourné tienen más tiempo que yo en el Parlamento y saben 
que hay experiencias en este sentido. Yo las conozco por cuentos de mis queridos compañeros y también a 
través de las versiones taquigráficas, donde he tenido oportunidad de comprobar algunas cosas que resultan 
cómicas pero trasmiten la necesidad que el Gobierno tiene a fin de año por aprobar algunos proyectos. Por 
suerte ha habido avances y hoy existen los cajeros automáticos por medio de los cuales el Parlamento paga 
los salarios, pero los Diputados que llevan tiempo aquí recuerdan que entre otros mecanismos que había hace 
tiempo era no pagar el sueldo para que efectivamente las leyes salieran rápido. No es que nos estemos 
acordando para hacerlo; quédense tranquilos que no lo vamos a hacer. Simplemente lo traje al recuerdo como 
una cuestión anecdótica. Todos sabemos que en esta época el Gobierno necesita que se aprueben 
determinadas leyes y la oposición, obviamente, va a reclamar más tiempo para el debate. 


Concretamente en cuanto a este proyecto de ley, la propuesta final tiene dos correcciones en los artículos 5” y 
20, que hoy fueron incorporadas al proyecto que la semana anterior habíamos incluido en la Comisión, que 
modifica el original del Poder Ejecutivo. El procedimiento que hoy planteamos es el siguiente. Este proyecto 
figura en el segundo punto del orden del día de la sesión del día de hoy -el primero es el relativo al software 
libre- y nosotros vamos a presentar en la Mesa que se considere directamente con la firma de los legisladores 
de Gobierno y los de la oposición si así lo desean. En definitiva, lo que queremos es debatir en Sala el 
proyecto que está definitivamente corregido tomando en cuenta varias apreciaciones que surgieron del 
debate, fundamentalmente las que se realizaron hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinceramente quiero manifestar lo que ya se imaginarán. Me parece que de 
acuerdo con lo que veníamos conversando en cuanto al Código Penal, no podemos hacerlo así. En el 
día de ayer no estuve y no tenía presente que concurriría el doctor Aller, pero en todo momento en que 
hemos discutido esto he hablado de la necesidad de que en este tema actuemos con una lógica 
sistémica. Me parece que tenemos que analizar la globalidad del Código Penal con las faltas y no 
podemos estar pensando con cabeza de temas coyunturales, que creo que es lo que está pasando con 
este proyecto relativo a las faltas. Hay un problema pero debemos encararlo en la globalidad. Tiene 
que haber un sistema de normativa y debe estar integrado a la globalidad. De lo contrario, vamos a 
hacer un nuevo Código Penal, un nuevo Código de Procedimiento Penal y, aparte, vamos a tener el 
tema de las faltas. Creo que no es así. Me parece que la necesidad de urgencias políticas no puede dar 
lugar a actuar en forma incorrecta técnicamente. Lo señalo y nos atendremos a lo que resuelvan las 
mayorías. 


SEÑORA TOURNÉ.- Simplemente quiero hacer una aclaración que nos parece obligatoria para actuar 
con la sinceridad con la que hemos tratado de trabajar siempre los socialistas. 


Nosotros somos parte de este Gobierno. Por lo tanto, compartimos sus estrategias, aunque con algunas de 
ellas discrepemos profundamente. Por eso vamos a votar este proyecto. También queremos dejar explícito 
que se nos dieron todas las instancias que indicaba el compañero Bayardi para debatir, lo hicimos con 
absoluta frontalidad, artículo por artículo, y en el mismo momento manifestamos que a pesar de mantener 
nuestra discrepancia íbamos a votarlo porque no vamos a ser nosotros -lo tenemos muy claro- quienes 
peguemos en lo que para nosotros es sustantivo para un partido político, que es la unidad de acción de 
nuestro Frente Amplio. 


Cabe aclarar que ni siquiera discutimos algunos artículos porque nuestras discrepancias con el proyecto que 
vamos a votar son de fondo. En parte contienen la visión que ya hemos mencionado muchas veces en cuanto 
a que no nos parece bueno seguir legislando extra Código Penal, ni ahora ni antes. Desde 1995 hasta la fecha 
estamos diciendo lo mismo y no es ninguna novedad. 


Concretamente pensamos -como hoy lo decía el representante del Colegio de Abogados- que si bien estas 
conductas deben ser punibles y sancionadas porque hacen a la convivencia, que es el eje rector que impulsa a 
mi Gobierno a presentar este proyecto, no creemos que deban entrar dentro del mundo de lo penal porque la 
historia así lo dice. Hubo Juzgados de Faltas y se cerraron porque nadie los atendía y porque nadie juzgaba 


las faltas. Sí creemos que algunas conductas sociales -como digo yo- no son aceptables, pero existirían otros 
mecanismos para sancionarlas sin caer en lo penal. 


Reitero con sinceridad y para que todos los colegas sepan lo que mi bancada ya sabe -como muy bien lo 
anunció el compañero Bayardi-, que no vamos obstaculizar las prioridades de nuestro Gobierno y que vamos 
a votar el proyecto habiendo dado nuestra opinión con absoluta libertad en el primer lugar donde que 
debíamos hacerlo, que es a la interna de nuestra bancada, con la claridad de que vamos a acompañar la 
unidad de acción de nuestro Frente Amplio. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presiente: suscribo totalmente las palabras vertidas por el señor 
Diputado Cantero Piali, quien ha expresado con meridiana claridad que este tipo de proyecto de ley 
requiere un estudio detenido. Esto no quiere decir que pretendamos que se considere el año que viene - 
aunque sería lo más razonable-, sino que se trate la semana que viene. Lo que queremos es tener unos 
días para intercambiar opiniones en la Comisión en alguna sesión extraordinaria. De esa manera, 
podríamos reflexionar acerca del proyecto original, de las modificaciones propuestas el otro día y de 
las modificaciones propuestas en la sesión de hoy. A nadie escapa que no es lo mismo analizar un 
proyecto de ley, por ejemplo, sobre la situación de Pluna, que es coyuntural, que otro que establece 
normativas respecto a las faltas, entre lo que está en juego, entre otras cosas -esto figura en varios 
artículos-, la prestación de trabajo comunitario o la prisión, es decir, la privación de libertad de las 
personas. 


Creemos que este proyecto debe tener, por lo menos, una semana de discusión a fin de dar en el Parlamento 
una discusión adecuada, con legitimidad. 


No queremos aludir a las palabras de la señora Diputada Tourné, ni nada por el estilo, aunque hemos tomado 
nota de sus discrepancias con respecto a este proyecto de ley, que son bien importantes. Por lo tanto, 
podemos decir que de alguna manera se está poniendo a la unidad partidaria en un lugar principal, antes que 
la buena legislación, que es algo que no entendemos. En realidad ese tipo de razonamiento no lo 
comprendemos, por más que seamos hombres y mujeres de partido. 


Reitero que teniendo en cuenta que en varios artículos del proyecto de ley se establecen penas de prisión, no 
es adecuado un tratamiento de este tipo. Además, el Gobierno se expone a una crítica por parte nuestra -lo 
digo con total sinceridad-, que la vamos a hacer, ya que este tipo de proyecto no se pueden tratar al galope. 
Lo que estamos solicitando es bien razonable. Ese es mi punto de vista personal, y no involucro a nadie en mi 
razonamiento. 


Entonces, tratémoslo la semana que viene y demos unos días para la reflexión y para que la bancada de 
Gobierno pueda explicar las modificaciones planteadas, teniendo en cuenta nuestras posibles discrepancias o 
aportes ya que, seguramente, serán planteados. 


SEÑOR PEREYRA.- En función del planteo del señor Diputado Borsari Brenna quiero decir que lo 
que afirmamos hace un momento con respecto a la concreción de algunos proyectos se basó en las 
prioridades que estableció la bancada de Gobierno. 


Este es un ámbito político, y todos sabemos que si hubiéramos tomado la decisión contraria, los Diputados de 
la oposición hoy estarían diciendo que la bancada de Gobierno no priorizó los temas de seguridad. Por tanto, 
tendríamos los discursos cambiados. 


En realidad, nosotros priorizamos la concreción de la estrategia planteada y la posible aprobación de los 
proyectos a fin de que queden promulgados antes de fin de año. De todos modos, aun teniendo en cuenta las 
prioridades planteadas, consideramos otras opiniones y nos planteamos la posibilidad de retrasar el 
tratamiento de alguno de los proyectos. En ese sentido, quiero aclarar que el proyecto de Faltas se incluyó en 
el orden del día de la sesión de hoy porque el Partido Nacional solicitó que el proyecto de ley sobre el Puerto 
de Aguas Profundas, que era que el inicialmente se iba a considerar el día de hoy, pasara para la semana que 
viene, aunque se analizará mañana. El asunto es que en una semana no vamos a hacer lo que no hicimos 
durante los dos o tres meses que hace que el proyecto ingresó a la Comisión 


Los legisladores harán las mismas consideraciones con respecto a los tiempos. 


Asimismo, en la agenda del 27 de diciembre ya hay cuatro o cinco importantes proyectos de ley, que tendrán 
un largo debate. En realidad estamos incluyendo en el orden del día de las distintas sesiones temas que 
tendrán un debe importante, y lo que sucedió ayer fue un ejemplo de ello. En la sesión de Cámara del día de 
hoy también se analizarán cinco proyectos de relevancia, mañana se considerará el proyecto de ley relativo al 
Puerto de Aguas Profundas Aguas Profundas, y el 27 se dará una situación similar. 


Entonces, ante esa circunstancia, priorizamos la aprobación del proyecto en los plazos que nos habíamos 
planteado. 


SEÑOR BAYARDI.- Ya di las explicaciones que se solicitaron en cuanto a por qué queríamos aprobar 
este proyecto el día de hoy. 


Cualquier legislador que asista hoy a Sala, salvo los integrantes de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, podrá decir que en el orden del día figura un proyecto que no había 
visto. Los miembros de esta Comisión vieron la semana pasada el proyecto que en algunas horas se tratará en 
Cámara. Hoy introdujimos solo una modificación, a la luz de dos cosas. Una de ellas es la comparecencia de 
los Magistrados y de la Suprema Corte de Justicia, ya que muchas de las consideraciones que realizaron 
referían al proyecto original, el cual fue enviado en consulta. En realidad, si se observa con atención se podrá 
advertir que muchas de las modificaciones que contiene el proyecto que nosotros trajimos -sin haber oído a 
los Magistrados y a la Suprema Corte de Justicia- estaban contenidas en el proyecto que repartimos el 
miércoles de la semana pasada. 


Por otra parte, si no lo consideramos ahora, la única posibilidad que tenemos es hacerlo en el próximo 
período de la Legislatura, porque nadie me va a hacer creer, teniendo en cuenta la idiosincrasia del Uruguay, 
que vamos a tener más de dos días para considerarlo -no una semana-, ya que el sábado nadie va a hacer 
nada, como así tampoco el domingo y el lunes. 


(Interrupción del señor Diputado Cantero Piali) 


——_N0 necesariamente, porque no se trata de una tradición vinculada a lo religioso, sino a un desarrollo 
cultural que ha tenido el Uruguay respecto a esa fiesta que, en realidad, empezó siendo pagana y no religiosa. 


De todos modos, creo que más de dos días no íbamos a tener para considerar este proyecto; seamos sinceros. 
En realidad, solo tendríamos mañana y pasado, o sea, jueves y viernes. 


Lo que quiero decir, de acuerdo con las explicaciones que se nos solicitaron, es que la bancada del Partido de 
Gobierno tomó una decisión política con respecto a un tema que ha sido el de la agenda del año. Además, fue 
el tema de la campaña electoral y estuvo en la agenda de los últimos años. Por supuesto, me estoy refiriendo 
a las medidas de seguridad. 


Como dije, entiendo lo que se puede decir con respecto al tiempo disponible para analizar el proyecto, pero la 
bancada de Gobierno tomó la decisión política de tratar este tema, y esperamos, si contamos con los votos 
para declarar la urgencia, que se trate el día de hoy. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- El señor Diputado Cantero, cuando hizo uso de la palabra, dijo que hablaba a 
título personal, pero yo apoyo lo que dijo, sobre todo suscribo lo que tiene que ver con las dudas, las 
incoherencias y las contradicciones que tiene este proyecto. 


De acuerdo con la lectura que hemos realizado -la cual hicimos esta semana-, podemos decir que el proyecto 
es bastante malo, por no decir muy malo. Por tanto, nuestro planteo no solo tiene que ver con los días o las 
horas que tenemos para analizarlo, sino con una reflexión más profunda de parte de la bancada oficialista, ya 
que consideramos que este proyecto no contribuye a la seguridad sino que constituye un jalón más para 
incrementar los niveles de inseguridad. Digo esto porque el Ministerio del Interior se distraerá de sus tareas y 
por algunos aspectos vinculados con el aumento de la población carcelaria, que es un tema que no ha sido 
bien evaluado. Por lo tanto, considero que este proyecto no constituye una buena solución para los problemas 
de seguridad. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quiero saber si la fundamentación y los alegatos con respecto a este 
proyecto de ley se realizarán en Sala, teniendo en cuenta que hasta este momento no ha habido ningún 
intercambio en la Comisión. 


En realidad, quisiera saber si la decisión de la mayoría -además de votar el proyecto en la tarde de hoy- es 
realizar la fundamentación y los alegatos, en general y en particular, en la sesión de Cámara, o si piensa dar 
algún adelanto en la Comisión. 


Hago esta consulta porque creí que estábamos discutiendo el proyecto de acuerdo a los procedimientos 
habituales, pero si se levanta sesión, quisiera saber si eso se llevará a cabo en Sala. 


SEÑOR BAYARDLI.- En cuanto a las modificaciones planteadas quiero decir, en primer lugar, que hay 
un cambio sustantivo con respecto a las multas contenidas en el Código de Faltas, las cuales el sistema 
judicial dejó de aplicar porque entendió que no podía hacerlo. Eso me ha generado un poco de 
inquietud, ya que el grado de discrecionalidad judicial ha llegado el extremo de no aplicar lo que se 
entiende que debe aplicar. Entonces, se cambiaron las multas por el trabajo comunitario. 


Aclaro que no se cambió lo relativo a la prisión equivalente; en el caso anterior existía la multa y también la 
prisión equivalente, y esto quiere decir que la eventualidad inflacionaria respecto al tema de la población 
carcelaria estará dada por si se aplica o no el cumplimiento del Código en lo que tiene que ver con las faltas, 
pero no porque exista, o no, la falta, porque hasta ahora no había sido derogada. 


El proyecto del Poder Ejecutivo contenía lo que, a criterio de la bancada, eran cuestiones no pasibles de ser 
acompañadas. Dentro de ellas se encontraba un numeral -que hoy está contenido en el proyecto- que refería a 
la falta de respeto a la autoridad, que fue discutido en más de una oportunidad. Entonces, se cambió la 
redacción del numeral que estaba incluido en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. 


Además, se saco el numeral relativo a la Omisión de Asistencia a la Autoridad. En realidad, en el proyecto 
original, los numerales 2 y 3 referían a "Falta de Obediencia a la Autoridad y "Desobediencia Pasiva" y a 
"Omisión de Asistencia a la Autoridad", y lo que se hizo fue compactarlos en uno, que ahora es numeral 2, en 
el cual se entiende como falta el agravio a la autoridad, ya que la falta de respeto era un concepto muy amplio 
y discrecional. Entonces, como dije, este numeral se unificó con el relativo a la Omisión a Prestar Ayuda a la 
Autoridad para determinados casos. Entonces, se redactó nuevamente qué casos. El delito de incendio -fuera 
o no delito- cambió en la redacción por los casos de incendio, naufragio, inundación y otra calamidad. El 
numeral 4 del artículo 1% quedó y refiere a la venta o comercialización no autorizada de entradas para 
espectáculos públicos. 


Estas son las modificaciones introducidas en el artículo 1* del proyecto que vino del Poder Ejecutivo. 


En el artículo 2”, no recuerdo que haya modificaciones para el artículo 360 bis. Sin embargo, hay cambios en 
el artículo 3” para los siguientes delitos tipificados. Cabe aclarar que lo que estoy diciendo ahora ya estaba 
contenido en el repartido del miércoles pasado; solo se cambiaron los dos últimos incisos del artículo 5* y el 
artículo 20, a la luz de lo que se nos planteó en la Comisión. 


El numeral referente al abuso de alcohol y estupefacientes quedó más o menos como el que venía del Poder 
Ejecutivo. El numeral de instigación a la mendicidad ya estaba contenido en el Código Penal actual, en el 
capítulo sobre Faltas, y quedó igual. Se eliminó el de mendicidad abusiva en la redacción que venía del Poder 
Ejecutivo por entenderse que estamos confundiendo el alcance de la mendicidad con el abuso o la coacción 
interpuesta a la hora de exigir dinero o algún bien. Queda la instigación a la mendicidad porque es una falta 
que se comete sobre menores y cambia el que venía definido como mendicidad abusiva. Por lo tanto, el 
numeral 3, dice: "(Solicitud abusiva con acoso o coacción). El que solicitare dinero o cualquier otro bien 
mediante actitudes coactivas o de acoso u obstaculizando o impidiendo de manera intencional el libre tránsito 
de personas a pie o en vehículo, por los espacios públicos". 


Muchas veces, no se trata de lo que se entiende naturalmente como mendigo; lo que se quería sacar era cierto 
grado de falta cometida sobre el mendigo en general, que es el que todos clásicamente conocemos. Esto no se 
da en el caso de una coacción o de un abuso. 


Quedó el de juegos de azar, que ya venía especificado y se eliminó el numeral sobre la participación en los 
juegos de azar, por entenderse que la participación puede ser necesariamente aleatoria; es el que promueve, 
facilita o tenga el desarrollo del juego de azar. 


En el artículo 4” se hizo una recalificación de las faltas. El numeral que refiere al vandalismo con los 
depósitos de basura queda igual y, luego, hay un cambio en la redacción. El que hurgue en un depósito de 
basura, no necesariamente está generando una situación de vandalismo; genera una situación de vandalismo 
el que hurgando o sin hurgar provoque un daño, deterioro, rotura o incendio en los depósitos de basura. 
Muchas veces, lo que ocasiona la mayor cantidad de roturas no son los hurgadores dentro del sistema de 
recolección de residuos, sino la gente que no tiene relación con el depósito de basura. 


Se mantiene el numeral que refiere a arrojar desperdicios en lugares no habilitados, es decir, en la vía pública, 
etcétera; esto es considerado una falta. 


En cuanto a las infracciones de las disposiciones sanitarias relativas a la conducción y enterramiento de 
cadáveres, ya estaban en el Código viejo. En el proyecto original se eliminaban y acá se mantienen. 


El artículo 5” tiene algunas modificaciones; el artículo 365 del viejo Código es el que sufre las mayores 
modificaciones. Está el tema de la participación en picadas y la conducción de vehículos motorizados sin la 
licencia correspondiente. En el proyecto anterior, venía un numeral relativo a la velocidad excesiva en la 
conducción de animales o vehículos, pero se considera que debe ser manejado desde el punto de vista 
administrativo. Se mantuvo el numeral de participación en picadas y se plantea el de la conducción de 
vehículos motorizados con grave estado de embriaguez, definiendo el nivel de alcohol en sangre. 


Por otra parte, hay una nueva redacción para el tema de la velocidad en la conducción, de acuerdo con alguna 
observación de los Magistrados, en cuanto a que había que definir la velocidad máxima permitida. Acá se 
establece que comete falta quien condujere vehículos motorizados al doble o más del doble de la velocidad 
máxima permitida en cualquier vía de tránsito. 


Se mantiene prácticamente la redacción del literal de las sustancias explosivas. Se elimina el literal de la 
infracción por el dueño de un bien y se mantienen las faltas sobre un director de obra. Se entiende que si el 
director de obra no hiciera cumplir las obligaciones inherentes a la dirección, merece ser sancionado; no 
sucede lo mismo con el dueño respecto a una situación de bien ruinoso. 


La disposición acerca del disparo de armas de fuego en poblados, ya venía contenido en el proyecto del 
Código de Faltas; ahora es el numeral 7. El anterior hablaba de disparo de armas de fuego y de petardos en 
poblados, algo que ya estaba en el Código de Faltas. Ahora, se saca lo de los petardos en poblados y lo 
relativo a la generación de alarma. Entonces, diría: "El que dentro de poblados o en sitio público, o 
frecuentado, disparare armas de fuego u otros proyectiles,” -dejamos los petardos porque, de lo contrario, 
habría hinchadas deportivas que tendrían que ir presas sistemáticamente, aunque deberían ir- "que causaren 
peligro y riesgo a la integridad física de las personas o riesgo de daño a bienes materiales". Se sacó el tema 
de los petardos y la alarma como elemento con demasiada discrecionalidad. 


También se sacó como falta la ocupación indebida de estacionamientos destinados a personas con 
capacidades diferentes; deberá ser sancionado como alteración de una norma administrativa. Se hizo una 
nueva redacción que cambió lo presentado la semana anterior; me refiero al tema de la incautación del 
vehículo. En el proyecto anterior venía planteado en otros numerales y se hablaba de un decomiso preceptivo 
del vehículo. Esto tuvo observaciones de los Magistrados y de la Suprema Corte de Justicia, y se tomó la 
redacción que hoy di cuenta antes de que ingresara el Colegio de Abogados. Dice: "En las situaciones 
previstas en los numerales 1* y 3” de este artículo el Juez dispondrá la incautación provisoria del vehículo". 
Estamos hablando de las picadas o de la embriaguez por encima de cierto nivel de alcohol en sangre. 
Continúa: "Si quien cometiese la falta no fuese el propietario del vehículo" -puede no serlo- "convocará a 
éste a la audiencia en la forma prevista en el Capítulo IV (Del proceso en audiencias por faltas)". El dueño 
del vehículo también tiene que comparecer a la audiencia. Sigue: "De quedar probada en la audiencia la 
existencia de la falta prevista en los numerales 1* y 3* y de encontrar responsabilidad del propietario del 
vehículo" -que podrá ser o no el que conducía- "en los hechos descritos en dichos numerales, se dispondrá el 
decomiso definitivo del vehículo en cuestión [...]". Quiere decir que después de la audiencia, el Juez podría 
disponer el decomiso definitivo. 


Creo que el artículo 6” no tiene cambios sobre el que venía del proyecto del Poder Ejecutivo. 
(Diálogos) 


———El numeral 5 del artículo 366, dice: "El que habiendo adquirido, sin conocer su procedencia, dinero, u 
otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso a la autoridad, después de conocerla". En realidad, el 
que está en la receptación sabe que lo que adquiere proviene del delito. En cambio, en el caso de las faltas, el 
numeral 1 del artículo 366, quedaría redactado de la siguiente manera: "El que habiendo adquirido, sin 
conocer su procedencia, dinero, u otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso a la autoridad, 
después de conocerla". 


(Diálogos) 


En realidad, el receptador conoce la procedencia del bien que adquiere; en este caso, no la conoce 
cuando lo adquiere, pero después no da cuenta una vez que toma conocimiento que lo adquiere. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


———Hay un capítulo más bien declarativo y descriptivo, con normas relativas a la preservación y cuidado de 
los espacios públicos; creo que eso no cambió mayormente. 


El artículo 11 tampoco cambió sustancialmente. 


El artículo 12 refiere a la ocupación indebida de los espacios públicos; acá existe un cambio en la redacción 
que vino del Poder Ejecutivo. Hay que tener en cuenta que, muchas veces, hay ocupaciones en lugares 
públicos en el marco de medidas gremiales. Para no dar lugar a creer que en el marco de las medidas 
gremiales o haciendo uso del derecho de huelga se pueden ocupar determinados espacios -para que no se 
incurra en faltas; habrá que resolverlo por la vía del amparo, etcétera-, se dio una nueva redacción al 
artículo 368 del viejo Código Penal. 


El artículo 13 -en el que se define el trabajo comunitario- prácticamente no se modificó; se mantiene la 
cantidad de horas diarias de trabajo comunitario pero hay un cambio: en el proyecto original venían dos días 
de prisión por cada día de trabajo comunitario no cumplido y en este caso va uno por uno. 


En el artículo 14 tampoco hay modificaciones y en el artículo 15 se establece un plazo de prescripción de seis 
meses. 


Luego viene el Capítulo IV "Del proceso en audiencia por faltas", con las modificaciones respecto a los 
procedimientos establecidos en el Código. En el artículo 16 se establece una instancia única para no dilatar la 
resolución relativa a las faltas, pero no hay cambios. Tampoco los hay en el artículo 17. 


La instancia única desde el punto de vista procesal va a permitir que se tomen resoluciones. 


En el artículo 18 figura la descripción de cómo debe proceder el Juez en audiencia y no hay cambios respecto 
al proyecto original. El Fiscal deberá formular acusación o requerir el sobreseimiento en la audiencia. 


En el artículo 20 hay un cambio respecto al proyecto original, para mantener la coherencia con el artículo 18, 
ya que cuando compareció la Suprema Corte de Justicia planteó la observación en cuanto a que había una 
contradicción entre ambos. También se elimina la palabra "Tribunal" porque no va a haber tribunales sino 
audiencias ante el Juez. 


Estas son todas las modificaciones al proyecto original que ingresó a la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


